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            PREFACIO 




			 




			El día que decidí escribir sobre los detectives que investigaban causas de derechos humanos fue histórico, aunque no precisamente por eso. Era el 17 de diciembre de 2014 y había quedado de juntarme a almorzar con una pareja de académicos, Anne Pérotin-Dumon y Alexander Wilde, quienes estaban de paso en Chile. Llegué atrasada por culpa de Barack Obama y Raúl Castro. Me había quedado pegada leyendo las noticias urgentes de ese día, cuando los entonces presidentes de Estados Unidos y Cuba, respectivamente, anunciaron el restablecimiento de relaciones diplomáticas. 




			Esa reunión en un local de Plaza Ñuñoa la tildamos de «almuerzo histórico» porque la mitad se fue en comentar la noticia. Cuando ﬁnalmente llegamos al tema que nos convocaba, relacionado con la investigación de violaciones a los derechos humanos en Chile, la conversación giró sobre la brigada especializada en derechos humanos de la Policía de Investigaciones. Me llamaba la atención la juventud de los detectives, les comenté, para quienes estos crímenes eran en realidad cold cases, parte de la historia. 




			Pensé que era interesante el hecho de que no hubiesen vivido esa época, que tal vez tenían víctimas o victimarios dentro de sus propias familias o quizás solo habían leído algo en un libro, o que todo lo que tenía que ver con la dictadura militar les resultaba algo ajeno. Me pregunté qué pensarían o sentirían cuando entrevistaban a torturadores, a personas que mataron e hicieron desaparecer a otros seres humanos, a los que siguen negando hechos históricos irrefutables y, también, qué sentirían cuando hablaban con quienes seguirían buscando a los suyos y esperando algo de justicia, tantas décadas después. Entonces Anne me planteó: 




			—¿Por qué no escribes sobre ellos? 




			Y así fue como esa idea de a poco se convirtió en una obsesión. Por esto, un primer agradecimiento va para Anne Pérotin-Dumon. 




			Quería entrevistar a los jóvenes hombres y mujeres que hoy forman parte de la Brigada Investigadora de Delitos contra los Derechos Humanos de la PDI. Me veía acompañándolos en sus salidas a terreno, a excavaciones con el Servicio Médico Legal en busca de restos de detenidos desaparecidos; quería desentrañar cómo trabajaban con el pasado, cómo se relacionaban con los inculpados y con los familiares de víctimas, y cómo funcionaba la rueda de la justicia que involucraba a policías, jueces, peritos forenses, abogados y testigos. 




			Partí por el comienzo, y ahí me quedé, en la tumultuosa transición posdictatorial de los noventa y con los detectives que avanzaron, contra todo pronóstico, hacia el establecimiento de la verdad. 




			Comencé a comprender el proceso que vivió la policía civil al ﬁnalizar la dictadura militar y a conocer a los detectives que de un día para otro tuvieron que investigar un reciente pasado criminal del cual su propia institución había formado parte. La Policía de Investigaciones estuvo severamente comprometida con la represión política, y eso signiﬁcó que tuvieron que investigarse a sí mismos en una época en que aún había ex agentes de seguridad al interior de la institución y en que todavía se torturaba en algunos cuarteles. 




			En ese periodo, la Brigada de Homicidios destinó tres equipos para investigar los mal llamados casos «emblemáticos» a los cuales, por la conmoción pública que causaron —entre ellos los de Orlando Letelier, Santiago Nattino, Manuel Guerrero, José Manuel Parada y Tucapel Jiménez—, se les asignaron ministros en visita de la Corte de Apelaciones. 




			En paralelo, en abril de 1991 el entonces director de la policía civil, Horacio Toro, creó una reservadísima unidad dentro del Departamento V de Asuntos Internos para investigar las demás causas de derechos humanos, basándose en los nuevos antecedentes aportados a los tribunales de justicia por la Comisión Rettig. 




			Al principio eran solo dos oﬁciales. Rápidamente la unidad comenzó a crecer, sumando detectives jóvenes, casi todos de origen modesto y de provincia. La gran mayoría se formó en la Escuela de Investigaciones Policiales durante la dictadura, cuando la institución, dirigida por un general de Ejército, era parte del engranaje represivo. 




			Ese fue el germen de lo que hoy se conoce como Brigada Investigadora de Delitos contra los Derechos Humanos de la PDI. 




			En ese contexto, los detectives de la Brigada de Homicidios y del Departamento V enfrentaron enormes muros de silencio, la desconﬁanza de los familiares de víctimas y sobrevivientes, las amenazas y la vigilancia constante por parte de la inteligencia militar, un gobierno timorato que no obstante les multiplicó los recursos, y un poder judicial que no estaba a la altura de las circunstancias, salvo excepciones. 




			Descubrí que, a pesar de la decisión de aspirar a una «justicia en la medida de lo posible», según las palabras del presidente Patricio Aylwin, del aparente desinterés del presidente Eduardo Frei, de la tozudez de la mayoría de los jueces que seguían aplicando la Ley de Amnistía sin siquiera averiguar a quiénes debían amnistiar, y de la absolutamente nula colaboración de las Fuerzas Armadas y Carabineros, se hizo mucho. 




			Pero no se hizo justicia, no de la manera que exigía la magnitud de los crímenes. 




			Este libro aborda la travesía de los detectives del Departamento V y de la Brigada de Homicidios dedicados a casos de derechos humanos en los noventa. Sé que quedan muchos secretos que no llegué a conocer. También que la realidad no es en blanco y negro; hubo mucho gris en el tránsito desde un régimen militar autoritario a una democracia restringida y presa de amarres, pero democracia al ﬁn y al cabo. 




			Las fuentes documentales consultadas para este trabajo son varias, pero la principal fue el archivo de la propia Brigada de Derechos Humanos de la PDI, que este año fue declarado monumento histórico por el Consejo de Monumentos Nacionales. Entrevisté a muchas personas, pero más que nada a detectives, casi todos ya en retiro. En el camino llegué a conocer y a estimar a muchos de ellos. 




			A algunos no los pude entrevistar por distintas razones, ya sea porque estaban en delicado estado de salud, habían fallecido o me fue imposible ubicarlos. Dos declinaron ser entrevistados. 




			La mayoría de ellos son desconocidos para la opinión pública. Sus nombres y sus rostros rara vez salían en la prensa, manteniendo un bajo perﬁl. No emprendieron una cruzada: solo cumplían su deber profesional como integrantes de un órgano auxiliar de la justicia. 




			No obstante, a prácticamente todos les escuché decir que esta experiencia les cambió la vida, y que ellos contribuyeron a cambiar la del país. No han buscado reconocimiento, aunque lamentan no haberlo recibido. 




			Este libro no aspira a convertirlos en héroes, si bien hubo algo de heroísmo y ciertamente de sacriﬁcio y compromiso en sus acciones. Más bien, intento retratar una época compleja, inestable, desde la perspectiva de una policía civil que pasaba por sus propias transformaciones internas. 




			Estoy sumamente agradecida de todos esos detectives que me ofrecieron una ventana a sus vidas personales y profesionales para contar esta historia, que es individual, institucional y nacional. 




			Agradezco especialmente a Luis Henríquez Seguel, porque sin su ayuda este libro probablemente no habría sido posible; a Nelson Mery Figueroa, quien, a pesar de su aversión a los periodistas, me abrió su casa para largas conversaciones; a Nelson Jofré Cabello por su generosa colaboración; a los sucesivos Jefes Nacionales de Delitos contra los Derechos Humanos y las Personas de la PDI, Tomás Vivanco y Sergio Claramunt, quienes me autorizaron a revisar el archivo de la Brigada Investigadora de Delitos contra los Derechos Humanos; y al comisario Braulio Abarca, por su excelente voluntad para acogerme durante semanas en la casona de Condell 264 mientras hurgaba en ese acervo documental. 




			También agradezco a mi ex alumna y ahora colega Arak Herrera Godoy, quien me ayudó en la revisión de prensa; a la periodista María Olivia Mönckeberg por su apoyo constante; y a todos mis cercanos, quienes tuvieron que soportarme mientras les hablaba sobre aventuras policiales. 




			Finalmente, va mi profunda gratitud a Melanie Jösch, directora editorial de Penguin Random House, y a todo el equipo editorial, especialmente a Aldo Perán, por su dedicación, delicadeza y contagioso entusiasmo. 




			 




			Santiago, septiembre de 2018 




			

	    


	 	

	    

	    	

	    	 


	    	

            Capítulo 1 


            	

             PERDIDO EN FRESIA 




			 




			Llovía torrencialmente. El viento azotaba a la pequeña avioneta Cessna suspendida en el negro de la noche, en vuelo de Santiago a Puerto Montt. Los cuatro pasajeros rebotaban adentro como pelotas de ping-pong. Bromeaban y saltaban como niños para calmar la ansiedad. El piloto, el experimentado jefe de la Brigada Aeropolicial de la Policía de Investigaciones, Eduardo Giorgi Gobetto, los retó. 




			—¡Ya paren el leseo! 




			Fue un viaje breve pero intenso. La aeronave, presa de ráfagas de viento mientras se aproximaba a aterrizar en el aeropuerto Tepual de Puerto Montt, casi se cae a tierra, recuerda el ex detective Héctor Silva Calderón. 




			«Nos está penando el Mamo», pensó Silva. «No quiere que lleguemos». 




			No era el temporal sureño lo que tenía a los detectives de la Brigada de Homicidios con los nervios de punta. La procesión iba por dentro: viajaban con la incierta misión de detener al general en retiro Manuel Contreras Sepúlveda, el «Mamo», ex director de la Dirección de Inteligencia Nacional (DINA), el primer aparato represor de la dictadura militar. 




			Era el 17 de septiembre de 1991 y estaban a punto de emprender una osadía. 




			Aún resonaban las palabras del general Augusto Pinochet vociferadas a ﬁnes de 1989, meses antes de abandonar la presidencia, mas no el poder, luego de diecisiete años. 




			—¡Si tocan a uno de mis hombres, se acaba el estado de derecho! —advirtió a los futuros gobernantes civiles. Manuel Contreras había sido su hombre de conﬁanza, el que le rendía cuentas cada mañana a él y solo a él, el que dirigió con gran eﬁcacia el trabajo sucio de los primeros años. Contreras, al igual que Pinochet, aún conservaba su aura de intocabilidad. 




			«Creo que en ese momento no dimensionábamos lo que signiﬁcaba todo eso. Sabíamos que la cuestión era delicada y estábamos entre tranquilos y nerviosos. Entre talla y talla siempre llevamos todo a la simplicidad. Era una especie de terapia», recuerda el detective en retiro Nelson Jofré Cabello de ese vuelo. 




			Viajaban al sur para arrestar al otrora segundo hombre más poderoso del país, y nadie sabía cómo terminaría esa historia. No iban con nada especial, solo con sus placas y pistolas reglamentarias. 




			Ni siquiera llevaban un plan. 




			 




			A CONTRARRELOJ 




			 




			Semanas antes, el ministro de la Corte Suprema Adolfo Bañados, designado para investigar el asesinato del ex canciller chileno Orlando Letelier, ocurrido en Washington en 1976, había pedido a la Brigada de Homicidios Metropolitana de la Policía de Investigaciones dos detectives para que trabajaran con él en el caso. El jefe de la brigada, el subprefecto Osvaldo Carmona Otero, destinó al subcomisario Rafael Castillo Bustamante, y Castillo llevó con él al inspector Nelson Jofré. 




			Hacían una buena dupla. Los dos hombres habían comenzado a trabajar juntos en 1989, cuando Jofré llegó a la brigada. Castillo ya llevaba casi una década en Homicidios. Encajaron desde el principio y se hicieron buenos amigos. Investigaron delitos comunes hasta que en marzo de 1991 les tocó un caso de naturaleza política: la muerte del mayor de Ejército y médico militar Carlos Pérez Castro y de su esposa en Rancagua, perpetrada por miembros del Frente Patriótico Manuel Rodríguez. Pérez había sido médico torturador de la Central Nacional de Informaciones (CNI), órgano sucesor de la DINA.1 Ayudados por un golpe de suerte, Castillo y Jofré pronto resolvieron ese caso. Fueron felicitados por el ministro del Interior y se convirtieron en detectives destacados de la brigada. Carmona no dudó en nombrarlos. 




			Los dos oﬁciales de la Policía de Investigaciones de Chile (PICH)2 se reunían diariamente con el ministro Bañados para recibir sus instrucciones y revisar informaciones y avances del caso Letelier. Hasta ese momento Jofré, de 33 años, no sabía ni quién era Orlando Letelier ni detalles de su muerte. En esas primeras semanas, mientras estudiaba el expediente y escuchaba los testimonios de familiares y testigos, se puso a leer libros de historia reciente y de derechos humanos para comprender el terreno que estaba pisando. Conoció la persona y vida de Letelier, aprendió nombres y lugares, y fue descubriendo la historia subterránea de su país. Fue una inducción rápida a la mano de hierro de la DINA y al dolor de sus víctimas. 




			El ministro Bañados trabajaba a contrarreloj. El plazo de quince años para que prescribiera el caso vencía el 21 de septiembre, fecha del atentado con autobomba organizado por la DINA, que destrozó el cuerpo de Letelier en medio de Sheridan Circle, el sector diplomático de Washington, y que mató también a su colega estadounidense Ronni Moﬃtt, quien lo acompañaba en el vehículo.3 Había más que suﬁciente evidencia para inculpar al general Contreras y al segundo en la DINA, el brigadier Pedro Espinoza Bravo, como autores intelectuales del crimen, pero debía asegurar su comparecencia para procesarlos. Debía tener a ambos hombres frente a él para tomarles declaración y encargarlos reo. Ya había ordenado su arraigo semanas antes. 




			Bañados era un juez extremadamente discreto y reconocido por su rigurosidad. Al hacerse cargo de la investigación la siguió con esmero hasta el ﬁnal. Al cabo del primer año de conducir el caso Letelier, el ministro había interrogado a unos cien militares y civiles ligados a la DINA. 




			Años antes le había tocado otro caso de derechos humanos que causó gran conmoción pública. En noviembre de 1978, siendo ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, fue designado para investigar el hallazgo de los restos de quince detenidos desaparecidos en los hornos de una abandonada mina de cal en Lonquén. En esa investigación trabajó con Rafael Castillo. 




			Bañados destacó por la suma delicadeza con la que trató a las familias de las víctimas y su empeño para alcanzar la verdad de los hechos. Estableció la responsabilidad de Carabineros en las detenciones, refutando la versión oﬁcial de un enfrentamiento; no obstante, como era habitual en ese tiempo, debió declararse incompetente para seguir investigando, ya que involucraba a personal policial. El caso pasó a la justicia militar.4 




			Desde que asumió el caso Letelier en agosto de 1991, el ministro Bañados vivía con resguardo policial permanente en su hogar en la comuna de La Reina. Recibía amenazas de muerte. Fuera de su despacho en el Palacio de los Tribunales montaban guardia una tropa de periodistas, atentos a cualquier novedad. 




			Esa mañana del 17 de septiembre, el ministro les anunció a los detectives de Homicidios, sin mucho preámbulo, que les hacía entrega de dos órdenes de aprehensión que debían ser cumplidas de inmediato. Una para Contreras y la otra para Espinoza. No comentó mucho más. Bañados era de pocas palabras. 




			Los detectives miraron estupefactos los dos decretos de aprehensión en la mano. Saliendo del despacho del ministro llamaron a su superior, el director de la Policía de Investigaciones, Horacio Toro Iturra, pero no se encontraba en el cuartel. Estaba en el gabinete del ministro del Interior, les informaron. Para allá partieron. 




			Llegaron al palacio presidencial y pidieron hablar con el general To r o. 




			—Señor director, necesitamos conversar con usted de forma privada sobre un asunto urgente —le dijo Castillo. 




			El general Toro se acercó. 




			—Señor, el ministro Bañados nos ha entregado una orden de detención para Manuel Contreras y Pedro Espinoza. 




			Toro se mantuvo muy sereno. 




			—Vayan a mi oﬁcina y espérenme allí —resolvió. 




			Castillo y Jofré se fueron caminando a toda prisa las cuadras que separaban el Palacio de La Moneda y el cuartel central de la PICH, ubicado en avenida General Mackenna, entre las calles Amunátegui y Teatinos. Mientras, el director Toro informaba al ministro del Interior, Enrique Krauss, y este al presidente Patricio Aylwin. 




			—¿Conocen la ubicación de Contreras y Espinoza? —les preguntó Toro a su arribo al cuartel. 




			Los detectives ya habían cotejado esos datos en los archivos policiales. 




			—Sabemos que Contreras registra domicilio en un fundo llamado El Viejo Roble en Fresia y Espinoza tiene un campo en Osorno —dijo Castillo. 




			Ambos oﬁciales del Ejército, al igual que otros ex agentes de la DINA, habían comprado terrenos en el sur de Chile. Contreras adquirió el fundo algunos años después de pasar a retiro en septiembre de 1978 justamente a propósito del caso Letelier. Desde ahí dirigía las operaciones de su empresa maderera Imeteg. 




			La red de agentes en las cercanías y una población que tendía a ser conservadora les brindaba algo de seguridad. Y felizmente, uno de los suyos había asumido, en enero de 1988, como jefe del Estado Mayor de la IV División del Ejército en Valdivia. El brigadier Miguel Krassnoﬀ Martchentko, miembro de la cúpula de la DINA, estaba a cargo de siete regimientos militares desde Angol a Puerto Montt. 




			Toro llamó a su oﬁcina al subdirector operativo Mario Mengozzi Solar, y juntos analizaron los pasos a seguir. Le ordenó coordinar con el jefe de la Brigada Aeropolicial el avión institucional para una salida a Puerto Montt. 




			—Se van ustedes al sur —sentenció Toro. 




			Enseguida, Mengozzi llamó al prefecto de Puerto Montt. 




			—Esta noche viaja un equipo de la Brigada de Homicidios a la ciudad. Por favor prepare un buen vehículo para ponerlo a su disposición, ya que tendrán que desplazarse por varios lugares de la región —le dijo. 




			Pidió que los fueran a buscar al aeropuerto, pero no ofreció pista alguna sobre el carácter de la misión. 




			Carmona, jefe de Homicidios, decidió incorporar a otros dos oﬁciales. Castillo pensó en el detective de la segunda subcomisaría, Héctor Silva. Le tenía aprecio y sabía que era un buen policía. Silva, además, era muy amigo de Jofré desde cuando se conocieron en la Escuela de Investigaciones. Tenía otras características que podrían servir para esta tarea: Silva era mesurado, de trato amable; además, en los últimos cuatro años de la dictadura militar estuvo en la CNI. Tal vez ese pasado podría serles útil. Se lo propuso a Carmona. 




			—Señor, ¿me podría decir de qué se trata la misión? —le preguntó Silva al jefe de la brigada. 




			—Es algo bien puntual —le contestó. Y se lo explicó. 




			—No tengo muchas ganas de ir, señor —aventuró Silva—. Es que el general Contreras tiene un hijo un poquito loco, un poco acelerado, y lo más probable es que intente hacer algo. 




			—Tienes que ir —dijo Carmona. 




			No había vuelta. 




			«Estaba preocupado, pero al mismo tiempo, si me estaban pidiendo para algo tan importante como eso, igual me sentía bien. A Castillo le agradecí la conﬁanza que tenían en mí», señala Silva. 




			El otro escogido para la detención de Contreras y Espinoza era un detective de la cuarta subcomisaría de Homicidios, Bernabé Cortez. 




			Les concedieron un par de horas para ir a sus casas a empacar un poco de ropa y despedirse. A sus familias solo dijeron que salían fuera de Santiago y no sabían cuándo regresarían. Todo sucedió muy rápido. No hubo oportunidad para cuestionar la orden ni la situación, pero la incertidumbre pesaba en el ambiente. 




			Los cuatro detectives se encontraron en el aeropuerto de Cerrillos, y a ellos se sumaron los dos pilotos policiales. Atardecía en Santiago y el cielo estaba gris. Antes de abordar, Nelson Jofré prestó su cámara para que les tomaran una foto. Aún guarda esa foto de los seis colegas sonrientes delante del Cessna. Solo ellos conocen su signiﬁcado histórico. 




			Viajaron esa misma noche. A la altura de Concepción comenzó la tormenta. 




			 




			AMIGOS DE «DON MANOLO» 




			 




			Llegando a la prefectura policial de Puerto Montt, le explicaron al jefe de la unidad las razones del viaje. 




			«Casi le dio colitis (se ríe). Nunca me voy a olvidar de eso», dice Jofré. «El prefecto se asustó harto y estaba muy nervioso, pero más nervioso estaba el conductor que nos pasó cuando se enteró a lo que íbamos. Manuel Contreras y Pedro Espinoza eran personajes en la zona, y todos sabían lo que había detrás de ellos». 




			Pidieron un conductor que conociera bien la región y sus caminos rurales, y ya cerca de la medianoche, partieron en camioneta hacia Fresia, unos 67 kilómetros de camino de tierra al noroeste de Puerto Montt. Por el momento, el objetivo era reconocer la propiedad y, de alguna manera, ingeniárselas para saber si Contreras se encontraba ahí. 




			El conductor ya sabía dónde quedaba el fundo El Viejo Roble, y de inmediato les advirtió a los cuatro detectives: 




			—Llegando a Fresia vamos a pasar por un retén de Carabineros y Manuel Contreras va a saber altiro que va alguien hacia su fundo, porque los carabineros están comunicados por radio con su guardia. Cuando Contreras está en la zona todos lo sabemos porque se activan sus dispositivos de seguridad. 




			Había francotiradores en el sector, recuerda el detective Silva. «Contreras estaba muy blindado. En el equipo discutimos cómo abordar la situación sin provocar un enfrentamiento», dice. 




			Cerca de la una de la madrugada la camioneta se acercó a El Viejo Roble y se detuvo frente al portón. Había una caseta de seguridad y un hombre hacía guardia. Era un militar con boina, manta de Castilla y portaba un fusil; un militar en servicio activo resguardando la propiedad privada de un oﬁcial en retiro. 




			—Este es el fundo —dijo el conductor, nervioso. 




			—Quédense aquí, yo me bajo solo —ordenó el jefe del grupo, el subcomisario Rafael Castillo. 




			No se veía mucho en la oscuridad. El detective se dirigió al guardia con desplante. Le inventó una historia. 




			—Oiga, somos amigos de don Manolo —le dijo Castillo, hablando como hombre de campo—. Vamos camino a otra parte ahora, pero queremos pasar a verlo mañana. ¿Estará? 




			—Sí, sí está. 




			Solo eso necesitaban saber. 




			«Rafael era muy astuto. Él siempre quiso ser actor. Era muy bueno para disfrazar las cosas, de esos tiras a la antigua. Cuando quería saber algo, contaba una larga historia; era hábil para sacar información. Era un hombre de calle, enganchador y bueno para la pelota. Esa era su particularidad», señala Jofré. 




			Castillo se despidió del guardia y volvió al vehículo. Siguieron de largo por el mismo camino interior, pero se perdieron. No podían retroceder porque no debían volver a pasar delante del fundo de Contreras. Terminaron dándose vueltas por caminos rurales hasta ﬁnalmente dar con Puerto Montt a las tres de la madrugada. Pero ya iban más tranquilos. 




			Desde la prefectura de inmediato llamaron al director Toro, dando cuenta del resultado. Toro les había pedido mantenerlo al tanto de todo, a cualquier hora. Pasaron por el fundo, lo conocieron y el sujeto estaría en el lugar, le informaron. 




			—Muy bien —les contestó Toro—. Esperen instrucciones. 




			Al poco rato Toro se contactó con Castillo. 




			—Vayan mañana a primera hora a Osorno a veriﬁcar si está Pedro Espinoza —le ordenó. 




			Esa noche durmieron en el cuartel. 




			 




			EL PREDIO DE ESPINOZA 




			 




			El día siguiente amaneció gris, pero sin lluvia. El cuartel policial de Osorno era un inmueble modesto y el guardia aún dormía cuando llegaron los detectives santiaguinos. El conductor los acompañó a regañadientes. 




			«Iba muerto de miedo. Todo el mundo se conocía, y él ubicaba bien el predio de Espinoza; sabía quién era. Cuando le explicamos a lo que íbamos, nos comentó que no quería ir», dijo Jofré. 




			El fundo de Espinoza quedaba en la comuna de San Juan de la Costa, al oriente de la ciudad de Osorno. El portón de entrada era muy sencillo y fácil de saltar. Subiendo una ladera se veía una pequeña casa, probablemente de inquilino. Aparte de eso no se veía nada, solo campo. Dudaron qué hacer. Tenían la orden de aprehensión y estaban facultados para ingresar y allanar si fuese necesario. Los detectives decidieron entrar. El conductor se quedó en la camioneta; ni siquiera bajó a estirar las piernas. 




			Los lugareños les habían dicho que el brigadier Espinoza tenía unos perros que parecían leones, y los cuatro detectives agarraron palos para defenderse de ellos si aparecían. 




			«Con Bernabé mirábamos los árboles para ver a cuál subirnos cuando llegaran los perros, pero resultaron ser dos perros chiquititos, muy inofensivos», recuerda Silva. 




			Iban bromeando mientras se adentraban en el campo de Pedro Espinoza. El humor siempre ayudó a apaciguar los nervios y la tensión. Se imaginaron cómo se veía el escenario desde el punto de vista del dueño de casa: cuatro hombres con pistolas, intruseando sin permiso en la propiedad privada de un alto oﬁcial de Ejército y, más encima, armados con palos. Ni siquiera tenían parkas distintivas de Investigaciones que los identiﬁcaran. 




			De pronto apareció un hombre, muy molesto. 




			—¿Quiénes son? —ladró. 




			—Somos policías y queremos hablar con don Pedro —respondió Castillo. 




			—No está acá, no ha venido. Está en Reñaca —les dijo el hombre. 




			Las tratativas en Santiago, las llamadas urgentes entre los ministerios del Interior, Defensa y el comandante en jefe del Ejército, el general Pinochet, hacían ruido en los campos del sur. Pinochet ya se había comunicado con Contreras, y Espinoza lo supo de inmediato. Se fue enseguida de Osorno a la casa de familiares en la Quinta Región. 




			Le dieron las gracias al hombre y regresaron a Puerto Montt. 




			Se comunicaron nuevamente con el director Toro para dar cuenta de la diligencia. 




			—Muy bien. Ahora vuelvan al fundo de Manuel Contreras y procedan a la detención. Cualquier cosa, se comunican —les instruyó. 




			Había que actuar rápido. 




			 




			LA REACCIÓN DE PINOCHET 




			 




			La reapertura del caso Letelier había tensionado aún más la siempre tirante relación del gobierno con el Ejército en esos primeros años de transición a la democracia, y el procesamiento de Contreras y Espinoza iba a poner a prueba la reacción de Pinochet. Era un caso excepcional,el único crimen de derechos humanos que quedó exento de la Ley de Amnistía, que cubría el periodo entre 1973 y 1978. 




			Luego del atentado en 1976, el Buró Federal de Investigaciones (FBI) de Estados Unidos realizó su propia investigación y rápidamente estableció la autoría de la DINA en lo que fue el primer acto de terrorismo internacional en suelo estadounidense. En 1978 una corte federal acusó del crimen a un grupo de cubanos residentes en ese país, y junto a ellos, a Manuel Contreras, a Pedro Espinoza y a Armando Fernández Larios, también de la DINA.5 Sin embargo, la Corte Suprema chilena denegó la solicitud para extraditarlos para enfrentar a la justicia en Washington. 




			En cambio, entregaron al ex agente de la DINA Michael Townley, de nacionalidad estadounidense. Sería sacriﬁcado para que asumiera toda la responsabilidad por el crimen. Townley confesó su autoría y ofreció su colaboración, sirviendo de testigo en contra de un grupo de cubanos anticastristas que participaron en el doble homicidio. Luego de algunos años de encierro, se acogió al Programa Federal de Protección de Testigos. Sigue viviendo en Estados Unidos aunque con una nueva identidad. El mismo día que los detectives de la Brigada de Homicidios volaban a Puerto Montt, Townley prestaba declaración en Washington ante funcionarios estadounidenses sobre el caso Letelier. 




			En ese contexto, en 1978 el régimen militar se regaló a sí mismo el Decreto Ley de Amnistía para asegurar su impunidad al menos por los crímenes de sus primeros cinco años. La Ley de Amnistía dejó fuera el caso Letelier justamente por la presión del gobierno de Estados Unidos. 




			Mientras el FBI investigaba el atentado, Estados Unidos exigió una indagación similar en Chile. La causa que se abrió en Santiago se relacionaba al uso de pasaportes falsos para los agentes de la DINA que participaron en él (caso «Pasaportes»). Sin embargo, el caso terminó en manos de la justicia militar que, luego de no hacer nada, lo cerró en 1986. 




			Pero el gobierno estadounidense no aﬂojó la presión. En diciembre de 1990, luego de la visita del presidente George H. W. Bush a Chile, el Departamento de Estado declaró públicamente que el presidente Aylwin se había comprometido a trasladar el caso desde la justicia militar a la civil, y que buscaría el nombramiento de un ministro en visita. El anuncio venía aparejado con la certiﬁcación oﬁcial del gobierno estadounidense de que Chile cumplía los requisitos para que se levantara la prohibición de asistencia militar a Chile impuesta en 1976 como reacción a los homicidios de Letelier y Moﬃtt.6 




			Pero si esta vez Chile no enjuiciaba a los autores intelectuales del crimen, Estados Unidos nuevamente se vería en la obligación de pedir su extradición, advirtieron las autoridades del Departamento de Justicia.7 Sería un lío. El nuevo mandatario chileno estaba en aprietos. 




			En momentos en que el gobierno chileno iniciaba negociaciones para un tratado de libre comercio con Estados Unidos, a petición del presidente Aylwin, el 1 de agosto la Corte Suprema nombró a uno de sus pares, Adolfo Bañados, para investigar el asesinato de Letelier.Esto fue posible luego de la aprobación de las Leyes Cumplido en febrero de 1991, que, entre otras cosas, establecieron que la Corte Suprema tendría jurisdicción sobre casos que podrían afectar las relaciones internacionales con otro país, un estipulado claramente diseñado en función del caso Letelier. 




			«Creo que la preocupación era del presidente de la República para abajo; o sea todos, el ministro de Defensa, del Interior, el propio director, todos estábamos a la expectativa de lo que iba a suceder. Lo que entendimos de la conversación con el director Toro era que había una preocupación sobre cómo iba a reaccionar el general Pinochet. Recuerdo perfectamente que eso fue un tema, y cómo prepararse para cualquier situación que pudiera ocurrir», relata Jofré. 




			 




			LOS INFANTES VIAJAN POR TIERRA 




			 




			Ante el portón de El Viejo Roble, se encontraron con el mismo militar de la noche anterior. 




			—Venimos a ver a don Manuel Contreras —le anunció Castillo. 




			El guardia miró el auto, que no tenía distintivo policial. 




			—¿Quiénes son ustedes? 




			—Somos de Investigaciones. Don Manuel me conoce a mí. 




			Era cierto. El subcomisario Castillo conoció personalmente a Contreras tres años antes, en 1988. Ese año le había tocado investigar la muerte del mayor de Ejército en retiro Joaquín Molina Fuenzalida,8 enlace de la CNI con la ﬁscalía militar ad hoc dirigida por el general Fernando Torres Silva. Molina había sido asesinado por el hijo del jefe de la DINA,también llamado Manuel Contreras, o «Mamito», quien trabajaba en ese tiempo con el ﬁscal Torres. 




			Contreras hijo no era un hombre muy aplicado. Tuvo un paso fugaz por la Escuela Militar y luego estudió derecho en la Universidad Gabriela Mistral, pero abandonó los estudios. Era pareja de una hija de Molina. Durante una ﬁesta familiar en casa de este, el 30 de octubre de 1988, al «Mamito» le dio un ataque de celos cuando su polola se despedía de un invitado, hijo de un alto jefe de la CNI. «Mamito» comenzó a golpearlo, y entonces intercedió Molina, a quien el hijo de Contreras le disparó doce balazos. La jueza a cargo se declaró incompetente en tiempo récord y pasó el caso a la justicia militar. «Mamito» estuvo prófugo, luego se le descubrió repentinamente una supuesta hepatitis y fue internado en el Hospital Militar. 




			La Corte Suprema decidió que debía ser la justicia civil la que investigara y designó al ministro Adolfo Bañados, quien pocos años después tendría que enfrentar a su padre. Contreras hijo alegó que le disparó a Molina en defensa propia y fue absuelto. En estas circunstancias el oﬁcial de la PICH Rafael Castillo conoció a Manuel Contreras, y de ahí que el detective Silva encontrara a su hijo un «poquito loco». 




			Desde la entrada del fundo solo se alcanzaba a ver la caseta de seguridad, un camino y la despoblada ladera de un cerro; alrededor solo había bosque. 




			Esperaron a que el militar se comunicara con alguien por radio. No alcanzaron a escuchar la conversación. Al rato llegó un jeep Land Cruiser conducido por un militar. 




			—Suban —les ordenó. 




			—Nosotros andamos en nuestro vehículo —le dijo Castillo. 




			—No, suban al jeep —volvió a ordenar. 




			Cuidando de evitar roces, los detectives dejaron la camioneta con el conductor y subieron al jeep. Fueron escoltados por militares con fusiles AKA. «Nos llevaron prácticamente secuestrados para arriba», recuerda Silva. 




			El conductor no les habló mientras subieron por el camino hasta llegar a una modesta casa. No era lujosa; más bien parecía una cabaña. Al lado había una construcción con muchas puertas. Eran las habitaciones donde dormían los escoltas de Contreras, cerca de diez. 




			Al entrar a la casa se encontraron con Contreras sentado en un sillón. Detrás de él estaba su hijo, portando una pistola y vestido de militar, a pesar de no serlo. Sus escoltas pululaban alrededor, alertas. 




			—¿Cómo está, don Manuel? —comenzó Castillo. 




			—¿Qué te trae por acá? —preguntó Contreras, cortante. 




			—Acá estamos, general. Venimos con una misión no muy grata para usted. Tenemos órdenes de llevarlo detenido a Santiago. 




			Contreras recogió un papel fax de un escritorio y se lo mostró. —Acabo de recibir un fax de mi general Pinochet y me está dando él la instrucción de que me regrese a Santiago. Me ofreció un helicóptero —dijo. 




			El ex dictador seguía siendo comandante en jefe del Ejército y Contreras estaba conﬁado de que la política pinochetista de «no tocar a ninguno de sus hombres» aplicaba especialmente a él. Recién la semana anterior, entrevistado para el diario La Nación, Contreras había asegurado que se sentía «respaldado por mi institución en forma absoluta, y por mi general Pinochet también». Además, dijo entonces, «estoy muy tranquilo porque lo he dicho un millón de veces: nada tuvimos que ver en esto […]. Busquen a los asesinos en Estados Unidos».9 




			—General, tenemos el avión institucional a disposición para que usted viaje con nosotros —le dijo Castillo. 




			—Yo no voy a ir con ustedes. Me voy en la forma que yo quiera. Soy infante y como infante me siento más seguro por tierra. Ya le informé a mi general Pinochet que salgo de aquí mañana a las ocho horas. 




			Se produjo un duro intercambio entre los dos hombres. Castillo insistía en que la orden de detención implicaba que debía irse con los detectives, pero Contreras estaba a la defensiva, desaﬁante. A toda costa había que mantener la calma, darle tranquilidad. El objetivo era llevárselo a Santiago. Cuándo y cómo hacerlo fue resuelto en un tenso tira y aﬂoja. 




			—No puedo dudar de la palabra de un general,si usted dice que va a ir —comenzó Castillo—. Pero debe irse con nosotros. 




			—Yo me voy con mi gente, con mi seguridad —aﬁrmó Contreras, inamovible. 




			—Bueno, pero tiene que irse un funcionario nuestro con usted. Y le reitero, está nuestro avión; es largo el viaje —le planteó Castillo. 




			—Ni un problema que vaya un funcionario con nosotros, pero yo siempre viajo por tierra. 




			—Perfecto. Nosotros nos presentamos acá temprano. 




			Contreras viajaría a Santiago por tierra, en su vehículo y con sus escoltas, y lo acompañaría un detective. Fue un acuerdo de palabra. 




			«Fue una conversación dura, tosca. Contreras estaba demostrando que el general Pinochet estaba por sobre la Corte Suprema y él controló totalmente la situación. Encuentro que nuestra estrategia fue buena, porque era absurdo habérselo llevado a la fuerza. No sé qué habría pasado con los escoltas. Nosotros éramos cuatro y ellos, entre todos, como quince», reﬂexiona Jofré. 




			Se despidieron y volvieron en jeep a la salida, donde los esperaba el conductor dentro de la camioneta. En el trayecto de vuelta a la prefectura de Puerto Montt, Castillo anunció: 




			—Jofré, tú te vas mañana con Contreras y nosotros regresamos a Santiago en avión. 




			«Fue el viaje más largo de mi vida», recuerda el detective. 




			 




			UN FRUSTRADO BIÓLOGO MARINO 




			 




			Su vida comenzó en el campo, cerca de Quilpué, un tranquilo pueblo de la Quinta Región. Jofré era hijo de un suboﬁcial de telecomunicaciones de la Marina y su madre, dueña de casa, cuidaba a sus cuatro hijos. 




			El tiempo transcurría entre el campo, los bichos y el colegio Guillermo Rivera en Viña del Mar. Jofré viajaba todos los días en tren para ir a clases.Todos los jueves se sentaba frente al televisor a ver el programa El mundo submarino de Jacques Cousteau. Lo entusiasmó tanto que decidió que quería estudiar biología marina. Incluso le escribió una carta al famoso cientíﬁco y marino francés y este le contestó. Aún conserva esa carta. 




			«Le conté, a mi manera, que había navegado mucho porque habíamos vivido en Puerto Williams, que competía en un club de natación y había hecho un curso de gastronomía que ofreció la Universidad de Chile en el colegio. Me ofrecí para, por último, trabajar en la cocina de su barco, pero que quería aprender de sus hermosas experiencias. Esa era mi verdadera pasión», asegura Jofré. 




			Cousteau eventualmente vino a Chile, pero Jofré no se enteró a tiempo. Para entonces se encontraba en Copiapó estudiando ingeniería en minas en la Universidad Técnica del Estado. No le había alcanzado el puntaje para biología marina. Ingresó a la universidad en 1977, pero no le gustó la carrera. Además, aunque la educación aún era gratuita, había muchos gastos que solventar, partiendo por su estadía en la ciudad. Para sus padres era muy difícil. 




			Regresó a casa y de nuevo rindió la Prueba de Aptitud Académica. Quedó en licenciatura en matemáticas en la Universidad de Chile, pero tampoco encontró su nicho ahí. Entonces, en 1979, entró a la Escuela de Investigaciones, en la misma promoción de quien se convertiría en su amigo hasta hoy, el detective Héctor «Tito» Silva. Siempre le había gustado investigar. «Era curioso y tenía una obsesión para buscar la verdad», dice. Su hermano Raúl ya era detective. 




			«Me enteré de los crímenes de la dictadura cuando llegué a estudiar a Santiago, a través de mis compañeros de la Escuela de Investigaciones. Ellos fueron testigos de los hechos, de la detención de vecinos, de los cuerpos en el río Mapocho. Donde yo vivía, en Quilpué, nunca vi allanamientos ni nada», dice Jofré. 




			Tenía 15 años para el golpe de Estado, y no tiene muchas nociones de lo que ocurrió. Ese día su padre estaba acuartelado en el buque Latorre, cuyo comandante era el capitán Carlos Fanta Núñez. Su papá continuó su carrera en la Armada y pasó a retiro en 1976. Solo años después le contó a su hijo lo que había visto en esos agitados días de 1973. 




			Recién salido de la Escuela, en 1981, Jofré y otros veintinueve recién egresados fueron destinados al área de inteligencia de la policía civil. Rápidamente se dio cuenta de que no era para él, que no había estudiado para eso. Le ordenaron ir a las embajadas a ver quiénes se estaban refugiando. Era espionaje político y él quería investigar delitos. Duró menos de un año y pidió el traslado. En 1982 fue destinado a la 11a Comisaría de Las Condes. 




			A la comisaría llegaba todos los lunes un boletín en el que pedían voluntarios para integrarse a la CNI. Los tentaban con un sueldo 19 por ciento más alto y otros beneﬁcios. Pero incluso sus superiores les advertían que no lo hicieran. «Nos decían: “cabros, no sean huevones. Esta cuestión después se va a dar vuelta, no se metan”», recuerda Jofré. 




			Con sus compañeros les tenían miedo a los agentes de la CNI. «Los de la CNI eran capaces de todo. Había que tener cuidado con ellos. Cuando salíamos en la noche nos daba temor pasar cerca de sus cuarteles porque usábamos autos sin distintivos… Evitábamos el contacto con ellos», aﬁrma Jofré. 




			Pasó por varias comisarías en los ochenta, y estando en una de ellas, en Papudo, decidió que quería seguir estudiando. Regresó a Santiago e ingresó a la Universidad de Chile a estudiar auditoría. Trabajaba medio día en una unidad administrativa para poder ir a clases por la tarde, pero no pudo continuar debido al costo. La carrera universitaria —que para entonces era pagada— le consumía gran parte de sus ingresos, y ya estaba casado y tenía un niño. Así que Jofré dejó los estudios y se dedicó a ser detective. Además, le aburrían las tareas administrativas. Ya le había tomado el gusto a la calle y quería algo más especializado. De nuevo pidió traslado y, al igual que su colega y amigo Tito Silva, en 1989 se incorporó a la Brigada de Homicidios. 




			En esa unidad conoció a Rafael Castillo, el que le ordenó viajar solo con Manuel Contreras a la capital. 




			 




			ONCE HORAS A SANTIAGO 




			 




			A primera hora del día siguiente fueron a dejar a Jofré al fundo El Viejo Roble. A la entrada llegó el mismo jeep militar con su conductor y un acompañante. 




			—¿Quién de ustedes se va con mi general? —preguntó al grupo de detectives. 




			El detective Silva se ofreció para acompañar a Jofré en el viaje, pero el general Contreras no lo permitió. Nelson Jofré se bajó de la camioneta, se despidió de sus compañeros y subió al jeep. Quedó en el fundo mientras los demás regresaban a Puerto Montt a abordar el Cessna y volver a Santiago. Lo único que llevaba era su placa y un revólver calibre 38. 




			«Creo que lo que hizo Nelson fue muy arriesgado. Fue solo, y hasta ese momento nadie sabía lo que podía hacer este caballero [Contreras]», reﬂexiona Silva. 




			Manuel Contreras había dispuesto cuatro vehículos para «su gente» y los estaban limpiando. No se intercambiaron muchas palabras. El ex director de la DINA se subió a un Mercedes Benz rojo junto con su pareja, Nélida Gutiérrez, y su hijo Mamito. Le indicaron a Jofré que se subiera a un Ford que el detective describe como «uno de esos típicos autos de la CNI». Iba el conductor, un oﬁcial de ejército de copiloto y Jofré atrás, solo. Todos eran militares vestidos de civil. En la caótica salida del predio, dos de los vehículos chocaron y uno de ellos terminó con el parachoques botado. Debieron dejarlo atrás. 




			Enﬁlaron en procesión, y el auto del detective quedó detrás del Mercedes Benz. Pero no salieron hacia la ruta principal que los llevaría a la Ruta 5 rumbo al norte, sino por un camino interior de ripio en medio del bosque. Jofré se asustó. No tenía idea hacia dónde se dirigían y solo veía árboles y más árboles. 




			Aquí puede suceder cualquier cosa, pensó. «Si me va a pasar algo, algo haré con mi arma. Iba tranquilo pero preparado para cualquier situación. Me sentía de alguna manera preso», relata Jofré. 




			No tenía forma de comunicarse con sus compañeros, con la prefectura o con el cuartel central en Santiago. Los detectives tenían apenas unos walkie talkie, pero Jofré no andaba trayendo uno. Además, habría sido inútil, porque no había cobertura en el campo. Ni siquiera andaba con el decreto de aprehensión, ya que Castillo se lo había quedado. 




			Dentro del auto, nadie le hablaba. Jofré iba nervioso pero atento, agudizando todos los sentidos. Trató de iniciar una conversación con el militar en el asiento delantero, pero él lo ignoraba. 




			—¿Cuál es su gracia? —le preguntó al militar. 




			—Mayor Flores —le respondió cortante. Horas después Jofré se daría cuenta de que ese no era su nombre. 




			Finalmente salieron de los caminos boscosos a una carretera interior pavimentada. Jofré aún no se ubicaba en el espacio. Siguieron una hora en esa vía y todavía no sabía por dónde andaban. A punto de llegar a un cruce con la Ruta 5, los vehículos se detuvieron. Jofré estaba inquieto. ¿No iban hacia Santiago? Andaba con su pistola de uso personal, pero era una magra defensa ante los escoltas armados de Manuel Contreras. No sabía qué esperar. 




			—¿Qué pasa acá? —preguntó. 




			—Estamos esperando un vehículo —le respondió el «mayor Flores». 




			De pronto apareció un vehículo particular. Venía raudo y se detuvo cerca de ellos. Un hombre se bajó de él y se subió al Ford, sentándose al lado de Jofré. Al saludar al oﬁcial adelante, Jofré se enteró de que el «mayor Flores» tenía otro nombre. Entonces partieron nuevamente. Al detective lo aguardaban largas horas de viaje. Fueron once en total. 




			«Nunca me he olvidado de la conversación con él. Dijo que era marino de Talcahuano y formaba parte de la escolta de Contreras. Me habló al tiro de mi papá y dijo que lo conocía. Pero creo que era mentira; era demasiado joven. Esta cuestión está media extraña, pensé», cuenta Jofré. 




			Respiró con algo de tranquilidad cuando la comitiva de autos por ﬁn tomó la ruta Panamericana hacia el norte. Se detuvieron una sola vez para cargar combustible y tomar un café. Jofré se compró unas galletas pero nadie conversó con él. Los escoltas no dejaban que se acercara a Contreras. Su mayor alivio fue el hecho de que, en el largo trayecto hacia Santiago, cada vez que pasaban por la salida a alguna ciudad, había un carro policial con su baliza encendida en la carretera. Ellos iban informando al cuartel central el trayecto de la caravana de Manuel Contreras. 




			Llegaron a la capital cerca de la medianoche del jueves 19 de septiembre y se dirigieron directamente a la Comandancia de la Guarnición del Ejército en el centro de Santiago. Ahí los esperaban el jefe de la Brigada de Homicidios Osvaldo Carmona, junto con el subcomisario Rafael Castillo y el comandante de la guarnición y juez militar de Santiago, el brigadier general Guido Riquelme Andaur. Carmona y Castillo recibieron a Contreras en calidad de detenido y se lo llevaron al Hospital Militar, dirigido entonces por el coronel Atiliano Jara.10 Quedó recluido en la suite 530, una de las seis habitaciones especiales reservadas para generales de Ejército. 




			Pedro Espinoza se rebeló un rato pero no le duró mucho. Ya estaba todo perdido, y ahora le tocaba a él acatar la orden de su comandante en jefe. El segundo de la DINA, aún en servicio activo, quedó detenido en el Comando de Telecomunicaciones del Ejército en Peñalolén. Ahí permaneció tres meses, hasta diciembre. 




			Al día siguiente, viernes 20 de septiembre, la Corte Suprema rechazó un recurso de la defensa de Contreras que buscaba paralizar la investigación. Ese mismo día, sin que nadie se enterara, el ministro Bañados encargó reos a Contreras y Espinoza por el homicidio de Orlando Letelier y el uso de pasaportes falsos.11 La prensa lo supo el lunes. 




			Así pasó las Fiestas Patrias de 1991 el inspector Nelson Jofré. 




			 




			TAREA TITÁNICA 




			 




			Pese a la gran expectación pública respecto del futuro del caso Letelier, poco o nada se supo de los pormenores para llevar al general Contreras y al brigadier Espinoza ante el ministro Bañados. Mientras Contreras se resistía a ﬁrmar la notiﬁcación judicial de su encargatoria de reo y se negaba a ser prontuariado, ese 20 de septiembre las portadas de los diarios titulaban en grande sobre la «ﬁesta cívico-militar» y la «brillante parada militar» del día anterior en el Parque O’Higgins, anticipando un ﬁrme camino hacia la reconciliación nacional. Pero en esos timoratos primeros años de la transición a la democracia, la reconciliación quedaba a años luz. 




			El caso Letelier agitó la duda latente sobre qué tan lejos podría llegar un juez al investigar el círculo de más conﬁanza del ex dictador.Mucho menos atención se prestó a la posibilidad de que detectives de la Policía de Investigaciones, institución que aún no había sido plenamente depurada, pudieran investigar sin restricciones o imponerse a militares que contaban con el respaldo de su comandante en jefe y, a la sazón, responsable último de los crímenes. 




			A cambio de dejar la presidencia y permitir un tránsito pacíﬁco a un gobierno civil, el general Pinochet había exigido lo suyo. En agosto de 1989, pocos meses antes de las elecciones generales que sepultaron su dictadura, Pinochet, aún dueño del país, ﬁjó su posición —y por extensión, la del Ejército— ante eventuales esfuerzos por hacer justicia en torno a las violaciones de derechos humanos cometidas durante su régimen. 




			Al conmemorar los dieciséis años desde que fuera ascendido a comandante en jefe del Ejército por el mismo presidente que derrocaría semanas después, Pinochet anunció las líneas gruesas que el nuevo gobierno debía obedecer si pretendía gobernar con tranquilidad. En resumen, que no se tocara el modelo económico, su legado institucional, a sus hombres o a su familia. Respecto de los derechos humanos, la pauta pinochetista incluía mantener la vigencia de la Ley de Amnistía de 1978, respetar la competencia de la justicia militar, que seguía reclamando jurisdicción sobre las investigaciones de casos de derechos humanos para luego cerrarlas o dejarlas en un limbo indeﬁnido, y «velar por el prestigio de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública, e impedir intentos de represalia hacia sus miembros por razones de orden político».12 




			En la lógica castrense y de quienes apoyaron el régimen militar, investigar los crímenes perpetrados por agentes del Estado y llevar a los responsables a la cárcel eran actos políticamente motivados por represalia en contra de patriotas que habían arriesgado sus vidas para levantar al país de las ruinas y restablecer el orden, porque los chilenos lo pidieron. Era indigno, un deshonor y un hostigamiento injustiﬁcado que esos verdaderos héroes tuvieran que comparecer ante un tribunal por culpa de las mentiras propagadas por el marxismo internacional. Se había librado una guerra para salvar al país, y en las guerras siempre hay bajas. Los eventuales excesos de unos pocos no podían condenar a toda una institución. Y por último, era el precio a pagar por el orden y la exitosa economía de mercado que las Fuerzas Armadas, junto a un empresariado con visión de futuro, habían obsequiado al país. 




			El gobierno del presidente Patricio Aylwin navegaba en aguas turbulentas y su misión, especialmente durante esos primeros años, era estabilizar el buque. ¿Cómo conjugar la democratización del país con las limitaciones políticas, legales y constitucionales dejadas por el régimen y una obstructiva oposición de derecha? ¿Cómo convivir con una constitución autoritaria e ilegítima que, no obstante, le permitió acceder al poder, y que, por lo tanto, se comprometió a respetar? ¿Cómo lograr la plena subordinación militar a la autoridad civil y a la vez cumplir los anhelos de verdad y justicia? ¿Cómo satisfacer las enormes expectativas y demandas sociales de toda índole, y lidiar con los grupos de poder de facto, manteniendo a la vez la gobernabilidad y la estabilidad económica? Era una tarea titánica, de múltiples frentes, y casi siempre había una en crisis. 




			Las Fuerzas Armadas conservaron nichos de poder en el nuevo sistema, que aún no podía llamarse democrático, y seguían jugando un papel político.13 Opinaban e intervenían en todo orden de cosas. 




			«El Ejército es un actor político central del proceso [de transición], quiérase o no», señala un informe de análisis del gobierno en junio de 1990.14 




			Los militares aún no regresaban del todo a sus cuarteles y en esta «democracia protegida», o «tutelada», el gobierno terminaba reculando cada vez que Pinochet golpeaba la mesa. Ya había quedado en evidencia en diciembre de 1990 con el «ejercicio de enlace». Una comisión parlamentaria entraba en la etapa ﬁnal de su investigación sobre el pago irregular de tres cheques por casi mil millones de pesos y emitidos el año anterior por la Comandancia del Ejército al hijo mayor de Pinochet por la compra de Valmoval, empresa que fabricaba piezas de armamento bélico. La investigación de los llamados «Pinocheques» rozaba el comandante en jefe. Entonces el ex dictador decidió reunir a su cuerpo de generales y acuarteló en grado uno a sus tropas. Fue una clara advertencia a la autoridad civil de que no debía meter su nariz donde no correspondía y un desafío a las competencias del Congreso, estrenado en marzo luego del receso de diecisiete años. 




			Pinochet disfrazó el acuartelamiento, llamándolo un mero «ejercicio de seguridad, alistamiento y enlace» que «no tenía ninguna signiﬁcación extrainstitucional», como transmitió el gobierno al día siguiente en un comunicado de prensa. Pero el mensaje se escuchó fuerte y claro, y por más que el Ejército y el gobierno intentaran bajarle el perﬁl, fue la imagen de la barbilla temblorosa del ministro de Defensa Patricio Rojas, ante la posibilidad de una sublevación militar, la que quedó en la retina de la ciudadanía. 




			El informe de la comisión parlamentaria absolvió de toda responsabilidad a Pinochet, tal como lo había exigido; el ex dictador siguió al mando del Ejército y la investigación sobre los «Pinocheques» se guardó en un cajón. Fue el fructífero resultado de negociaciones entre el ministro secretario general de Gobierno y principal operador político, Enrique Correa, y el jefe del Comité Asesor Político Estratégico del Comandante en Jefe, el general Jorge Ballerino.15 




			Un análisis de la Secretaría General de la Presidencia reﬂexionó sobre las relaciones con el ex dictador días después de su rabieta: 




			 




			El reciente acuartelamiento del Ejército constituyó sin duda un ensayo de respuesta a una situación de acoso, con miras a establecer tanto las reacciones externas como internas a una convocatoria de ese tipo. Es decir, cada vez que hemos creído que Pinochet está lo suﬁcientemente débil como para precipitar las cosas con miras a un desenlace determinado, hemos retrocedido en vez de avanzar en nuestra estrategia. […] El análisis de la posición de Pinochet no puede excluir a partir de ahora la hipótesis de algún nivel de movilización extraconstitucional. Más allá de la evaluación de la ausencia de condiciones para un putsch exitoso, debemos concentrarnos en eludir toda situación que dé motivo a acciones de ese tipo, en cualquier grado.16 




			 




			Semanas después, el Ejército reiteró su «irrestricta lealtad» a Pinochet y la «indestructible cohesión institucional en torno al capitán general» en una declaración pública difundida por el entonces director de la Academia de Guerra, coronel Juan Emilio Cheyre, quien en 2002 asumiría la Comandancia del Ejército. La investigación de la comisión parlamentaria, según el Ejército, era una «irresponsable y sistemática forma de agresión» que «entraña una grave amenaza a la seguridad nacional».17 




			 




			UN TEMA ESPINUDO 




			 




			El mandato de Patricio Aylwin fue un vaivén continuo de fricciones, colisiones y negociaciones, formales y otras solapadas, respecto del nuevo sistema político-constitucional, reformas legales, el peso y el rol de los militares en la democracia y el espinudo tema de qué hacer respecto de los crímenes del pasado. 




			El programa propuesto a la ciudadanía en 1989 por la coalición de gobierno, la Concertación de Partidos por la Democracia,18 incluía juzgar las violaciones a los derechos humanos cometidos en dictadura, derogar o anular la Ley de Amnistía y reformar la justicia militar. Sin embargo, la valentía política y los votos en el Congreso nunca fueron suﬁcientes. Al año 2018, la Ley de Amnistía aún no ha sido derogada formalmente, aunque los magistrados ya no la aplican. 




			Tampoco había acuerdo dentro de la propia coalición de gobierno sobre cómo abordar la justicia: ¿Ir al combate frontal, abrir investigaciones y anular la Ley de Amnistía? ¿Llegar a la verdad y luego amnistiar, al menos, los crímenes ocurridos antes de 1978? ¿Ofrecer incentivos o grados de impunidad a cambio de información? ¿Investigar y sancionar algunos casos para que sirviera como justicia simbólica para todos los demás? ¿Lavarse las manos y dejar que los tribunales resolvieran? 




			¿Pero cómo iban a dejar la suerte de la justicia en manos de los mismos jueces obsecuentes que rechazaron todos los recursos de amparo a favor de víctimas en el pasado, que aplicaron la amnistía sin investigar y traspasaron los casos a la justicia militar? Nunca hubo una sola posición al respecto. 




			Las Fuerzas Armadas y de Orden jamás reconocieron su responsabilidad —ni institucional ni individual— en los crímenes. Por ende, su colaboración sería nula. Tal vez tolerarían la investigación de unos pocos casos, fruto de «excesos» individuales, pero querían poner ﬁn en breve al «tema de los derechos humanos». Punto ﬁnal, borrón y cuenta nueva, en aras de la unidad nacional y la reconciliación, y que se reconociera el abnegado rol histórico de las Fuerzas Armadas. 




			La Comisión de Derechos Humanos y Justicia de la Concertación lo zanjó en diciembre de 1989. En una votación de 10 a 2, la comisión acordó recomendar que la verdad tuviera prioridad sobre la justicia penal.19 




			«Justicia en la medida de lo posible», resumió el presidente. 




			«Esa frase —de la que yo fui autor— fue criticada por algunos», dijo Aylwin en una entrevista para el Centro de Documentación Audiovisual del Museo de la Memoria y los Derechos Humanos. «Pero simplemente expresaba el realismo mínimo que se hacía necesario para no engañar a la gente, creando ilusiones de que nosotros, llegando al poder, íbamos a estar en condiciones de hacer justicia drástica».20 




			La «justicia en la medida de lo posible» signiﬁcaba darle prioridad a la búsqueda de la verdad, más que a la sanción penal. Lograr la verdad y la justicia en materia de derechos humanos, admitió el gobierno, estaba limitada y condicionada por las restricciones políticas propias del proceso de transición pactada y las relaciones con los militares, y además por cuestiones institucionales objetivas: la vigencia de la Ley de Amnistía, las excesivas atribuciones de la justicia militar y una Corte Suprema cuyos miembros fueron designados durante la dictadura militar. 




			 




			Puede decirse —explica un informe de análisis de la Secretaría General de la Presidencia— que la noción de «justicia posible» no fue consecuencia de un cierto temor, sino una fórmula inspirada por el realismo; no respondió a una falta de coraje moral, sino a una ética de responsabilidad que obligaba a reparar en consecuencias y hacer, por tanto, aquello que de sí daba la realidad política e institucional en que transcurre el proceso de transición. En este sentido, y en el plano jurídico, la «justicia posible» no se planteó como una promesa de castigo a los responsables de violaciones a los derechos humanos, sino como un logro eventual y circunscrito.21 




			 




			Para responder ante la demanda ciudadana de verdad y justicia y a la vez evitar cortocircuitos con los militares, se buscaría la verdad, el reconocimiento de responsabilidades, la reparación y el perdón. Luego vendría la reconciliación. La justicia, solo si era posible y no arruinaba lo anterior. Ya habría tiempo para diseñar una política de justicia de más largo plazo y pensar en revocar la Ley de Amnistía. Mientras tanto, reformarían y renovarían el Poder Judicial y depurarían su órgano auxiliar, la Policía de Investigaciones, adecuando la formación de sus detectives a los requerimientos de la democracia. 




			«Nuestro sentimiento es que si podemos evitar la política confrontacional, mucho mejor», declaró el entonces ministro secretario general de la Presidencia, Edgardo Boeninger, al diario The New  York Times en 1991. «Estamos en un periodo de transición a la democracia. No todo es posible».22 




			En aras de establecer una verdad oﬁcial sobre lo ocurrido en Chile entre 1973 y 1990, una de las primeras decisiones del gobierno de Aylwin fue la creación de una comisión que tomara el testimonio de los familiares de ejecutados políticos y detenidos desaparecidos. Esta comisión brindaría al país un reconocimiento y un registro oﬁcial de las víctimas de la dictadura, y a su vez recomendaría políticas de reparación para sus familias. 




			Aylwin debió primero convencer a sus ministros políticos más cercanos, Edgardo Boeninger y Enrique Correa, quienes se oponían a la idea, contó el ex mandatario en una entrevista. «Yo estaba convencido de que era el camino para abrir puertas», aﬁrmó. «Si quería que los militares se abrieran a una salida, tenía que ser franco, pero al mismo tiempo prudente, entonces la frase que usé, buscar la “justicia en la medida de lo posible” —por la que he sido muy criticado— correspondía a un mínimo de prudencia, porque si la justicia iba a ser pura y simplemente total, eso signiﬁcaba procesar a Pinochet y a toda su gente e iba a haber una guerra civil.“En la medida de lo posible” fue un camino viable, porque hubo procesos, pero no un descabezamiento ni una acción agresiva contra los que seguían teniendo el poder de las armas».23 




			La Comisión de Verdad y Reconciliación (CVR), presidida por el jurista Raúl Rettig, fue compuesta por un delicado balance de fuerzas políticas, incluyendo a connotados golpistas, como el abogado Gonzalo Vial Correa, uno de los ideólogos del ﬁcticio Plan Z,24 que utilizaron los militares para justiﬁcar el golpe y su despiadada represión posterior. A partir del 9 de mayo de 1990, comenzó a recibir a los familiares y testigos de las víctimas y a recopilar antecedentes sobre los hechos desde distintas instituciones y organizaciones, nacionales e internacionales. 




			Una vez emitido el Informe Rettig, el gobierno pretendía mantener abierta una vía judicial para los familiares y otros afectados. Sin embargo, no apostaba por la justicia. Más bien, según se desprende de un informe de análisis del gobierno en octubre de 1990, parecía ser una moneda de cambio para lograr los votos para reformar el Poder Judicial: 




			«Frente a un cuadro en el cual resulta altamente improbable la existencia de sanciones penales para los violadores a los derechos humanos, el Gobierno está en condiciones de exigir a la derecha un compromiso con la modernización judicial», acota el informe.25 




			Mientras, el gobierno «solo podría, en un máximo de concesiones respecto de su programa original y para lograr la subordinación militar al poder civil, aceptar la relativa impunidad que representa el decreto ley de amnistía de 1978, dados los recientes fallos de la Corte Suprema».26 




			El ex director de la Policía de Investigaciones Nelson Mery Figueroa, nombrado por el presidente Aylwin en 1992 para dirigir la policía civil, comprende el día de hoy la cautela gubernamental de esos años, no así la excesiva mesura de los gobiernos posteriores. 




			«Lo que hizo el presidente Aylwin no merece crítica de ningún tipo», aﬁrma. «Él estuvo ahí con el león al lado e hizo lo que pudo». 




			 




			PASANDO Y PASANDO 




			 




			Paralelamente, el gobierno debía resolver qué hacer con los cerca de cuatrocientos presos políticos, hombres y mujeres, que habían resistido a la dictadura militar, muchos de ellos a través de la vía armada, y que estaban encarcelados al momento de asumir las nuevas autoridades civiles. Casi el 90 por ciento estaba siendo procesado o había sido condenado por la justicia militar por infringir leyes diseñadas en dictadura sobre seguridad interior del Estado, control de armas y conductas terroristas. Eran los llamados «presos por hechos de violencia», o también descritos como «presos de sangre», como el gobierno comenzó a caliﬁcarlos, diferenciándolos de los «presos de conciencia», que no habían participado en acciones de violencia política. Los «presos de sangre» no podían ser beneﬁciados con el indulto presidencial, según las normas de la época. 




			Primero se intentó negociar con la derecha un «acuerdo marco», que hubiera permitido rebajar penas a los presos políticos —salvo quienes fueron condenados por delitos con resultado de muerte— y extinguir las investigaciones sobre violaciones a los derechos humanos. Los crímenes quedarían impunes, y decenas de presos políticos permanecerían en la cárcel. 




			 




			Si bien es cierto que la estrategia gubernamental ha deﬁnido con bastante fuerza el eje verdad-reconciliación —reﬂexionó la Segpres—, lo que permanece incierto es el tema de la justicia; es decir, de la sanción. Es a esto, principalmente, que temen las Fuerzas Armadas. De allí la incertidumbre mayor. Es por ello que el «acuerdo marco» aparece como un complemento necesario a la tarea de la Comisión Verdad y Reconciliación. Lo que aquel permite es, justamente, reducir los niveles de incertidumbre y hacer más previsible el desenlace en materia de derechos humanos, mediante la rebaja de penas, lo que incide en aquella que es más temible: la sanción.27 




			 




			El «acuerdo marco» tuvo corta vida. Fue vetado a último minuto por sectores de la propia Concertación que lo consideraban una amnistía velada, y nunca llegó a ﬁrmarse. 




			La solución del gobierno fue la aprobación de las controvertidas «Leyes Cumplido», negociadas con Renovación Nacional. Era un conjunto de iniciativas legales —que tomaron el nombre del ministro de Justicia Francisco Cumplido— que buscaba rebajar penas y otorgar indultos, modiﬁcar las competencias de los tribunales y corregir deﬁciencias procesales. Casi setenta presos políticos fueron indultados por el presidente Aylwin en 1990, y tras la aprobación de las «leyes Cumplido» en 1991, ciento sesenta más fueron liberados. En medio de movilizaciones de sus familiares y múltiples y prolongadas huelgas de hambre de los propios detenidos (al menos cuatro hasta octubre de 1991), en los años que siguieron de a poco fueron excarcelados todos los demás. A ﬁnes de octubre de 1991 aún quedaban setenta y cinco. La última treintena de presos políticos de la era dictatorial en abandonar la cárcel, pero a cambio del exilio, salieron en marzo de 1994. Varios de ellos aún siguen impedidos de entrar a Chile. 




			El gobierno consideró que las «Leyes Cumplido» podrían servir para apaciguar los temores militares frente al funcionamiento de la Comisión Rettig. En última instancia también podrían beneﬁciar a represores condenados por violaciones a los derechos humanos, estimó el gobierno. 




			 




			La misma lógica del indulto, primero se investiga y condena para luego perdonar, calza adecuadamente con lo que ha sido el criterio gubernamental en materia de derechos humanos: verdad, justicia y reconciliación —señala un informe de la presidencia—. Lo anterior sienta un buen precedente en relación al desenlace de la Comisión Verdad y Reconciliación: el Gobierno tendría la suﬁciente autoridad moral como para, con el mismo criterio aplicado en el caso de los presos políticos, hacer frente a los violadores de derechos humanos: verdad, justicia (hasta donde sea posible) y perdón (reconciliación).28 




			 




			Pero nada de esto le gustó a las Fuerzas Armadas. Pinochet, quien siempre se negó a tratar con su superior directo, el ministro de Defensa Patricio Rojas, se lo hizo saber al presidente Aylwin muchas veces. Reclamó a lo largo de todo el año 1990 por la Comisión Rettig, la investigación de los «Pinocheques» y la posibilidad de que se liberara a «presos terroristas». Al menos se le aseguró que en ningún caso la comisión asumiría un rol de persecución penal. Además, el informe resultante no identiﬁcaría a los responsables de las muertes y secuestros y los testimonios completos tampoco serían divulgados. Sin embargo, si la comisión estimaba que existían antecedentes constitutivos de delito, serían entregados a los tribunales de justicia. Esto último resultaría clave para la reapertura de investigaciones en derechos humanos en los años siguientes. 




			Para el gobierno, las «Leyes Cumplido», la Comisión Rettig y la reactivación del caso Letelier eran los tres ejes iniciales para abordar el tema de los derechos humanos y sobre los cuales se sentarían las bases para cambiar la correlación de fuerzas con los militares y la oposición de derecha y avanzar hacia la democratización institucional. Resolver el «tema de los derechos humanos» era una tarea urgente por varias razones. Por un lado, era una demanda inmediata que no se podía ignorar, y «su dilación solo crearía condiciones para una peligrosa impunidad y olvido público»; además, estimó, no confrontarla podría dar pie a acciones de venganza y ajusticiamiento, como ya había comenzado a suceder.29 




			Por otro lado, razonó el gobierno, «en caso de que su resultado sea —al menos— una sanción política a los mandos militares y a la complicidad de la derecha, ello importará una signiﬁcativa merma en la capacidad política de ambos sectores. Eso dejará al gobierno en un pie superior para continuar abordando el problema de la democratización institucional. Incluso más, dependiendo de cómo se resuelva el tema de los derechos humanos, existe la posibilidad de que sea en esta etapa cuando se resuelva también, políticamente, la permanencia del general Pinochet en la Comandancia en Jefe del Ejército».30 




			Solo manzanas podridas 




			 




			Aún no bajaba la adrenalina de la transmisión de mando el 11 de marzo de 1990 cuando se hallaron los primeros restos de detenidos desaparecidos en la naciente democracia. El 21 de marzo, en el fundo Las Tórtolas ubicado en Colina, que el Ejército había usado como campo de tiro, se encontraron las osamentas de Vicente Atencio Cortés, Eduardo Canteros Prado y, se creyó en ese momento, de Alejandro Ávalos Davidson.31 




			Fue la antesala a una seguidilla de hallazgos a lo largo del año que erizaron los pelos de los militares. Mientras iniciaba su trabajo la Comisión de Verdad y Reconciliación, algunos testigos y denunciantes anónimos habían comenzado a apuntar hacia los sitios de entierro clandestino de ejecutados políticos. Luego de que el hallazgo en Lonquén en 1978 conﬁrmara que los desaparecidos podían eventualmente aparecer, ese mismo año el Ejército ordenó la «Operación Retiro de Televisores» para desenterrar los restos de desaparecidos y eliminarnos deﬁnitivamente, ya fuera tirándolos al mar, dinamitándolos o a través de otros métodos. Pero muchas veces quedaban rastros y testigos. 




			En junio de 1990, a un costado del cementerio de Pisagua se encontraron los cadáveres de diecinueve ejecutados políticos. Todos habían sido asesinados estando detenidos en el campamento de prisioneros de esa localidad en 1973. Las exhumaciones en Pisagua conmocionaron particularmente al país, debido a que los cuerpos se habían preservado casi momiﬁcados, gracias a las condiciones del desierto nortino. Las muecas de horror en sus rostros vendados y las señales de violencia en sus cuerpos fueron la portada de los diarios durante muchos días. 




			El gobierno estimó que el descubrimiento en Pisagua había generado «un clima moral y emocional» que reforzaba la política de la Concertación en torno a que solo la verdad podía ser el fundamento de la reconciliación y demostraba lo oportuno que fue crear la Comisión Rettig. Sin embargo, el palacio presidencial también estaba preocupado del efecto que tendría sobre la reputación y posición de las Fuerzas Armadas, y Pinochet en particular, «al erosionar su prestigio en la sociedad». 




			 




			Si bien este efecto es conveniente para el gobierno —señala un informe de análisis de la Segpres—, existe el riesgo de que, al generarse una situación de enjuiciamiento permanente al Ejército, dentro de este se solidiﬁquen una posición y una actitud duras, del tipo de «solos frente al mundo», que refuerce el mando de Pinochet, entorpezca signiﬁcativamente la relación con la Comisión Verdad y Reconciliación y acentúe la brecha tanto entre Gobierno y Ejército,como entre Ejército y sociedad.Cabe preguntarse cuál es el límite de debilitamiento de la reputación social de la institución al que es conveniente llegar. Un Ejército abiertamente alienado respecto de la sociedad y la democracia es sin duda un impedimento para la construcción de una relación cívico-militar sólida y normal.32 




			 




			Pero las cosas siguieron empeorando. Luego se encontraron osamentas en Futrono, en la región de Los Ríos. Al mes siguiente, se ubicó una fosa clandestina en Calama, en el desierto atacameño, que contenía minúsculos vestigios de veintiséis personas.33 Eran víctimas de la Caravana de la Muerte, una comitiva militar comisionada por Pinochet y liderada por el general Sergio Arellano Stark, que en octubre de 1973 recorrió el sur y el norte del país, dejando a su paso a más de setenta ejecutados políticos y desaparecidos. 




			En tanto, a treinta kilómetros de Tocopilla, en el pique de la mina La Veleidosa en el cerro Tres Puntas, se hallaron los restos de cuatro ejecutados. La mina había sido dinamitada para hacer desaparecer los cuerpos. Ese mismo mes de julio, pero en Chihuío, en el sur, fueron descubiertos pequeños fragmentos óseos pertenecientes a diecisiete campesinos ejecutados en 1973.34 




			En agosto, en el cementerio de Copiapó se encontraron los restos de trece personas asesinadas por la Caravana de la Muerte y en Paine, entre septiembre y octubre, se descubrieron los restos de otros diecisiete detenidos desaparecidos de la zona. 




			Todos estos hallazgos exigían una respuesta tanto del gobierno como de los tribunales de justicia y de las propias Fuerzas Armadas. Los militares, sus aliados políticos y sus representantes designados en el Senado justiﬁcaron la matanza, apelando a las bajas inevitables en situaciones de «guerra». De a poco comenzaron a explicarlo como los «excesos» de algunos individuos. 




			Ante este escenario, agravado por la indagación sobre el ex dictador en el caso de los «Pinocheques», el Partido Comunista y parte del Partido Socialista exigieron la renuncia de Pinochet de la Comandancia del Ejército por su responsabilidad de mando. Los llamados a renuncia venían desde hacía muchísimos años, durante la dictadura y desde todas partes, pero se multiplicaron ad portas de la transición política. El presidente Aylwin había pedido la renuncia al ex dictador en su primera reunión con él cuando asumió el gobierno. Pinochet le respondió: «Se equivoca, presidente. Nadie lo va a defender mejor que yo».35 




			El primer director de la Policía de Investigaciones designado en democracia, el general en retiro Horacio Toro, se había sumado a esos llamados. En junio, el general Toro lanzó un duro mensaje a Pinochet durante una entrevista con la periodista Patricia Politzer en Canal 7. A propósito del descubrimiento de los cuerpos en Pisagua y la responsabilidad de Pinochet, Toro dijo: «Hay un viejo principio dentro de los militares que dice que el comandante, el hombre que manda, es responsable de lo que hace y de lo que deja de hacer su unidad. De manera que, desde el punto de vista del principio militar, el general Pinochet, aunque hubiera ignorado y desconocido los hechos, es moralmente responsable de ellos».36 Por lo tanto, agregó, el comandante en jefe debía renunciar a su cargo. 




			El Ejército, a su vez, exigió la renuncia de Toro de la PICH y presentó una denuncia judicial en su contra por «ofensas a las Fuerzas Armadas», al considerar sus palabras «graves, infundadas, e inusitadas». Además, lo expulsó del Círculo de Generales y Almirantes en Retiro y lo sometió a un Tribunal de Honor. Para mantener el equilibrio en las relaciones entre el gobierno y las Fuerzas Armadas, el general Toro se vio en la obligación de retroceder, declarando que no había sido su intención «menoscabar la dignidad del Alto Mando».37 




			Al Ejército nunca le gustó Toro, que en menos de un año crearía una pequeña unidad al interior de la policía civil para investigar sus crímenes. 




			Todo esto se daba en medio de reservadas negociaciones entre el gobierno y el general Jorge Ballerino para «acortar el periodo» de Pinochet al mando del Ejército. Buscaban una fórmula para que Pinochet renunciara antes de 1998, como establecía su Constitución, a cambio de dejar algunos temas en el olvido, entre ellos los llamados «Pinocheques». Luego del «ejercicio de enlace» en diciembre de 1990, estas negociaciones llegaron a un punto muerto. 




			Es más, según un análisis de la Secretaría General de la Presidencia, estos llamados a renunciar en realidad favorecían al ex dictador. Tendían a crear dentro del Ejército «un clima de fortaleza sitiada, que refuerza una sicología militar de confrontación y, por tanto, de un liderazgo enérgico, en vez de uno conciliador. Lo anterior provoca una creciente necesidad de opinión del Ejército, con tendencia a llevarlo al borde de un estado deliberativo, que el Gobierno deberá tratar de prevenir y controlar», señalaba un informe en junio de 1990.38 




			Además, al exigir la renuncia de Pinochet se desplazaban las acusaciones de responsabilidad en los crímenes desde lo individual a lo institucional, y esto, agregaba el informe, «de alguna forma contradice la actual política gubernamental».39 Es decir, las responsabilidades eran solo individuales, y no institucionales. En otras palabras, se trataba de manzanas podridas, y no de crímenes de lesa humanidad. Aún faltaba que pasara una década para que esa ecuación se diera vuelta. 




			El ex dictador «continúa en una actitud desaﬁante, poco conciliadora y reglamentariamente indisciplinada ante la autoridad superior», señaló un análisis de las relaciones con el Ejército preparado en La Moneda a mediados de 1990. Sin embargo, añadió, «hay acuerdo en que planteamientos de derogación de la Ley de Amnistía o de petición de renuncia de Pinochet son políticamente inviables, además de irresponsables».40 




			No obstante, el reconocimiento por parte de algunos militares y sus aliados políticos de que hubo «excesos» individuales durante la dictadura abrió una ventana de oportunidad: 




			 




			En la medida que tales «excesos» han sido reconocidos, ha sido posible para el Gobierno aﬁrmar que en la crisis política de 1973 «todos somos responsables», tal como lo indicara el ministro del Interior […]. De esta forma, se ha generado un amplio y creciente consenso sobre la necesidad de obtener toda la información disponible respecto de aquellas violaciones de derechos humanos aún no conocidas.41 




			 




			El Ejército prometió su cooperación a la Comisión Rettig siempre y cuando se respetaran la Constitución y las leyes, es decir, la Ley de Amnistía y la prescripción, que hasta entonces los jueces aplicaban religiosamente antes de cerrar los casos sin apenas investigar. Sin embargo, el Ejército nunca aportó información útil o cooperó de manera efectiva. Fueron palabras vacías. 




			 




			MANOS ATADAS 




			 




			Cuando los detectives de la Brigada de Homicidios viajaron al sur a detener a Manuel Contreras en septiembre de 1991, recién había ﬁnalizado la exhumación de ciento veinticuatro restos humanos desde tumbas sin identiﬁcar del Patio 29 del Cementerio General.42 El Grupo Chileno de Antropología Forense calculó entonces que el proceso de identiﬁcación de los restos podría demorar hasta tres meses. Hasta agosto de 2018, se había identiﬁcado a sesenta y siete.43 




			«¡Pero qué economía más grande!», se mofó Pinochet respecto del hecho de que muchas de las víctimas del Patio 29 fueran enterradas de a dos en una misma tumba.Como era de esperar,el ex dictador, quien se había jactado de que en Chile no se movía una sola hoja sin que él lo supiera, dijo que no tenía idea sobre nada de eso. 




			En esas semanas el gobierno lidiaba con varias preocupaciones a la vez: hacía poco el Frente Patriótico Manuel Rodríguez había secuestrado a uno de los hijos del dueño de El Mercurio, Cristián Edwards, abriendo un nuevo ﬂanco de crisis. Mientras se esforzaba por coordinar una respuesta a este hecho con la PICH, Carabineros y la familia Edwards y a la vez mantener toda la situación en secreto, debía culminar el proceso de caliﬁcación de oﬁciales en el Ejército, que determinaría quiénes ascendían y quiénes se retiraban. Aún no lograba imponer su autoridad respecto de oﬁciales que claramente debían pasar a retiro, si no a la cárcel, por insubordinación, corrupción o crímenes. 




			Numerosos militares involucrados en violaciones a los derechos humanos seguían en altos puestos castrenses: el coronel Jaime Lepe Orellana, quien había participado en el asesinato del ex diplomático español Carmelo Soria en 1976, era el secretario general del Ejército;44 el general Hugo Salas Wenzel, oﬁcial de la Dirección de Inteligencia del Ejército (DINE) y posteriormente director de la CNI, era ahora jefe de Estado Mayor del Ejército;45 y el brigadier Miguel Krassnoﬀ era jefe de Estado Mayor de la IV División.46 Cientos de agentes de la DINA o la CNI permanecieron en distintas unidades militares en todo el país. 




			La CNI, sucesora de la DINA, había sido disuelta por ley en febrero de 1990 y sus bienes, archivos, y la mayoría de sus agentes (más de mil doscientos en total) fueron transferidos al Ejército, y especíﬁcamente a su Dirección de Inteligencia. Incluso el presupuesto de defensa para el año 1991 incluía una partida de mil doscientos millones de pesos para mantener los contratos de trabajo de novecientos empleados civiles de la CNI incorporados a la DINE.47 




			El gobierno seguía tratando de depurar al Ejército de esos agentes, e incluso se barajó la posibilidad de darles de baja a cambio de créditos para emprendimientos. El plan era que unos trescientos se acogieran a retiro en 1992. En junio de ese año, la comandancia en jefe presentó una propuesta de anteproyecto de ley sobre indemnizaciones para agentes de la CNI, sin éxito. 




			Aylwin se había comprometido ante el Congreso —a cambio de aprobar el presupuesto— a que, al ﬁnalizar su mandato en marzo de 1994, un «número no menor a mil empleados civiles de la ex CNI abandonarían el Ejército».48 




			 




			Se acabarán en el presupuesto de 1994 —indica un informe del Ministerio de Defensa de ﬁnes de 1991—. Los que salen suelen encontrar trabajo como vigilantes privados […]. El Ejército procura no dejarlos sueltos, les sigue la pista. Tienen mucha información sobre hechos del pasado.49 




			 




			No obstante esa voluntad, para ﬁnes de 1993 aún quedaban 354 al interior del Ejército. Algunos nunca se fueron. Siguieron en la DINE y otras destinaciones incluso hasta hace poco. El presidente Aylwin citó a Pinochet al Palacio de La Moneda para conversar sobre la disolución efectiva de la CNI y la entrega de sus archivos al gobierno, pero el ex dictador le aseguró que no tenía tales archivos; es más, ni siquiera existían, dijo.50 




			Hoy se sabe que muchos de los archivos de la CNI, incluyendo aquellos que heredó de la DINA, y que fueron microﬁlmados a partir de 1977, estuvieron guardados en una bóveda en el subterráneo de la DINE desde 1990 y hasta el año 2000. A comienzos de ese año fueron incinerados en un horno de la Escuela de Inteligencia del Ejército en la localidad de Nos.51 




			En 1991 Aylwin buscaba especialmente la salida del director de la DINE, el general Hernán Ramírez Rurange. A mediados de año se había revelado el espionaje de agentes de la DINE al gobierno y al propio director de la Policía de Investigaciones, el general Horacio Toro. Un ex agente de la CNI devenido en funcionario de la DINE reveló que la Dirección de Inteligencia estaba interviniendo el teléfono de Toro, observando sus movimientos y su casa, vigilando a su secretaria e informando de todo esto al Comité Asesor.52 




			Pero el gobierno estaba de manos atadas. No tenía la facultad para forzar el retiro de Ramírez ni de ningún oﬁcial militar. Recién al año siguiente, en 1992, el gobierno presentó un proyecto de ley al Congreso para restituir al Ejecutivo la facultad de nombrar, ascender o llamar a retiro a personal militar. 




			El deseo del presidente fue cumplido solo a medias. Pinochet sacó a Ramírez de la DINE a ﬁnes de ese año 1991, pero lo ascendió a comandante de la II División de Ejército y a la sazón juez militar de Santiago.53 




			Aún no se sabía, pero en esos meses, el general Ramírez, con la colaboración de la Auditoría General del Ejército, dirigía una operación sumamente reservada y de vital importancia para el Ejército. Estaba orquestando la operación «Control de Bajas»: la salida de agentes represivos fuera del país, lejos de investigadores y jueces, con la colaboración de oﬁciales de inteligencia del Cono Sur, particularmente de Paraguay, Argentina y Uruguay. 




			Ellos incluían al agente de la CNI, Carlos Herrera Jiménez, quien huyó de Chile el mismo día 19 de septiembre de 1991 en que la atención del gobierno y la policía estaba en el traslado por tierra de Manuel Contreras a Santiago. 




			También arregló la fuga del ex agente de la CNI el mayor de Ejército Luis Sanhueza Ros, y del químico de la DINA, el civil Eugenio Berríos. A otros, como los agentes civiles Miguel Estay Reino y Osvaldo Romo Mena, los habían sacado de Chile antes. A todos ellos la Policía de Investigaciones perseguiría en los meses venideros. 




			La policía civil aún no se sacudía de su pasado represivo, pero seguía siendo el órgano auxiliar de la justicia al que le correspondía cumplir las órdenes emanadas de los tribunales. Serían detectives los encargados de investigar los crímenes de la dictadura, aunque signiﬁcara investigarse a sí mismos. 




			La tarea estuvo a cargo de una minúscula unidad creada por el director Toro en abril de 1991 al interior del Departamento V de Asuntos Internos. Junto a los oﬁciales de Homicidios, este grupo de detectives, con pocos recursos, fue amasando el universo de evidencia que serviría de base, muchos años después, para poblar la cárcel especial para militares de Punta Peuco, ubicada en la comuna de Til Til. 




			Fueron escogidos con pinzas sobre la base de la conﬁanza, y por su rigurosidad y discreción para investigar. Su primer responsable, el jefe indiscutido por muchos años, fue un detective que se quedó hasta el ﬁnal con el presidente Salvador Allende mientras ardía el Palacio de La Moneda el 11 de septiembre de 1973. 




			

	    


	 	

	    

	    	

	    	 


	    	

            Capítulo 2 


            	

            GANARSE ENEMIGOS 




			 




			Luis Henríquez Seguel se aprestaba a bajar las escaleras desde el segundo piso del Palacio de La Moneda cuando cayeron los primeros cohetes de la Fuerza Aérea de Chile que destruyeron la centenaria edificación y que sepultaron, bajo escombros, la experiencia socialista del presidente Allende.




			El joven detective de la Policía de Investigaciones y sus colegas David Garrido, José Sotomayor y Quintín Romero no alcanzaron a llegar al subterráneo a buscar máscaras antigases. La onda expansiva los separó y los tiró lejos. De inmediato comenzó el incendio, seguido por más cohetes, la explosión de municiones dejadas por los carabineros que abandonaron La Moneda y los gases lacrimógenos lanzados por las ventanas. El humo y los gases los asﬁxiaban. Desde el exterior, incesantes disparos. 




			En La Moneda había quedado medio centenar de personas, entre miembros del gobierno —incluyendo a dos ex directores de la PICH, Eduardo «Coco» Paredes Barrientos y Arsenio Poupin Oissel—, asesores, médicos, integrantes del Dispositivo de Seguridad Presidencial (conocido coloquialmente como Grupo de Amigos Personales, GAP) y diecisiete detectives que formaban parte de la Sección Presidencia de la República de la Policía de Investigaciones. 




			«Independientemente de nuestras ideas personales, éramos personas conscientes de la responsabilidad que habíamos asumido al formar parte de la guardia presidencial, que de acuerdo a la Constitución de 1925 que nos regía, nos obligaba a dar protección a la primera autoridad del país. Entendíamos la lealtad como la ﬁdelidad al juramento institucional, al ordenamiento republicano y la democracia como sistema político», escribió años más tarde el jefe de esa escolta, el inspector Juan Seoane Miranda, en su libro autobiográﬁco Los viejos robles mueren de pie.1 




			Un día antes de que Allende asumiera el gobierno en noviembre de 1970, el presidente Eduardo Frei Montalva nombró como director de la Policía de Investigaciones al general de Ejército en retiro Emilio Cheyre Toutin.2 Fue ratiﬁcado en el cargo por Allende, quien puso como subdirector a Eduardo Paredes. Cheyre, a su vez, designó como jefe de la Sección Presidencia de la República —es decir,la escolta presidencial— al inspector Sergio Alcaíno Duchens. 




			Sin embargo, Alcaíno murió junto a dos pilotos civiles y un teniente de Carabineros3 el 1 de septiembre de 1971, cuando la avioneta institucional en que viajaban —adquirida recién un año y medio antes— desapareció en un vuelo entre Bogotá y Guayaquil. Estaban ﬁnalizando una misión de avanzada para una gira del presidente Allende a Perú, Colombia y Ecuador. Nunca se encontró rastro del avión ni de sus ocupantes. Dos años antes la PICH había sufrido otra tragedia aérea: el director general de la institución, quien llevaba nueve años en el cargo, Emilio Oelckers Hollstein, y el subinspector de Investigaciones Fernando Formas Ortiz, murieron en un accidente aéreo cerca de Curacautín, en vuelo de Puerto Montt a Santiago.4 




			En consecuencia, Juan Seoane, el segundo después de Alcaíno, fue nombrado jefe de la escolta presidencial en su lugar. Meses antes, Allende había reemplazado al director general Cheyre por «Coco» Paredes, un médico de poco más de 30 años y miembro del Comité Central del Partido Socialista. 




			Cuando se integró a la escolta, Luis Henríquez ya tenía varios años de experiencia en la protección de visitas importantes a Chile, partiendo por la del entonces senador estadounidense Richard Nixon en 1967 y del presidente cubano Fidel Castro en 1971. Al igual que sus compañeros ese día en La Moneda, se había sumado al selecto grupo desde el Departamento de Informaciones e Inteligencia (Depinﬁ), continuador de la ex Prefectura Conﬁdencial y Política, o, como se llamaba más comunmente, la «Policía Política». 




			El Depinﬁ se relacionaba con los organismos de inteligencia de las fuerzas armadas y con el gobierno, particularmente con los ministerios del Interior y de Relaciones Exteriores. Tenía una sección que emitía boletines diarios al gobierno, «informando los conﬂictos laborales, actividades sindicales, políticas, etcétera, y un completo archivo central que registraba la información obtenida de fuentes abiertas y medios propios, que centralizaba las labores de inteligencia».5 




			Henríquez llegó a esa unidad en 1971 y quedó bajo las órdenes de David Garrido, quien tenía mayor antigüedad. Los dos terminaron siendo grandes amigos. En el Depinﬁ, a Henríquez le tocó vigilar los movimientos del grupo de ultraderecha Patria y Libertad. La auscultación y seguimiento a esa organización le permitió detectar a un norteamericano sospechoso llamado Michael Townley. Siguiendo a sus líderes Pablo Rodríguez y Roberto Thieme por la carretera hacia Parral, constataron cómo estos se adentraron en el pedregoso camino que llevaba a la controvertida secta alemana conocida como Colonia Dignidad, donde el grupo recibía instrucción paramilitar. Esos nombres y lugares le resultarían muy familiares a Henríquez décadas después. 




			El 11 de septiembre de 1973, Luis Henríquez llegó a La Moneda junto a otros integrantes de la escolta antes de las ocho de la mañana, convencido de que ese día, a sus 26 años, iba a morir. En total fueron dieciocho los policías de la Sección Presidencial que acudieron a cumplir con su deber. Con el golpe ya en marcha, desde el palacio de gobierno el inspector Seoane llamó al entonces director general de la PICH, Alfredo Joignant Muñoz, profesor de historia y militante socialista. 




			—Director, estoy en mi puesto de trabajo. Hasta el momento han llegado dieciocho funcionarios. Espero instrucciones —le dijo. 




			—Ustedes permanezcan al lado del presidente. Y protéjanlo.6 




			Luego de que la Junta Militar emitiera un ultimátum exigiendo la renuncia del mandatario, un joven detective miembro de la escolta, muy afectado, salió del palacio y no regresó. Una patrulla de Investigaciones lo encontró horas después sentado en la vereda cerca del cuartel central. Lloraba.7 




			El presidente Allende conversó a solas con Seoane. Le agradeció su lealtad y lo liberó a él y a sus hombres de su servicio. Sin embargo, a Seoane no se le pasó por la mente retirarse. Reunió a sus hombres y, emocionado, les transmitió el mensaje del presidente. Les comunicó su decisión personal de permanecer y los dejó en libertad de acción si alguno deseaba irse. 




			Un tenso silencio se apoderó del ambiente. 




			—Nosotros ya nos hemos comprometido a quedarnos, eso lo hemos dicho siempre, independiente de que sea nuestro deber —respondió el detective José Sotomayor.8 




			«Todos entendíamos que era un deber ético y de responsabilidad profesional permanecer en el lugar, cualesquiera fueran las circunstancias», relata Henríquez.9 




			Los policías no tenían necesariamente ningún compromiso político con el presidente Allende; estaban cumpliendo con su misión institucional. Cada uno llevaba una pistola Browning y una subametralladora Walther de 9 mm. La mayoría no superaba los 30 años. 




			Cuando quedó claro que no habría marcha atrás con el golpe, el director Joignant y el subdirector de la PICH, Samuel Riquelme Cruz, miembro del Comité Central del Partido Comunista, abandonaron el cuartel. Ambos fueron detenidos, torturados y eventualmente exiliados. La Junta Militar designó al prefecto inspector René Carrasco Montecinos como director interino. Al día siguiente la Junta pondría al general de Ejército Ernesto Baeza Michelsen a la cabeza de la policía civil y Carrasco se acogió a retiro. Baeza permaneció en el cargo hasta 1980 y fue sucedido por otro general de Ejército, Fernando Paredes Pizarro, un oﬁcial profundamente anticomunista, quien dirigió la institución hasta el ﬁnal de la dictadura militar. 




			En 1974, la Policía de Investigaciones, que dependía del Ministerio del Interior, pasó a depender del Ministerio de Defensa, al igual que Carabineros, que así regresaba a sus orígenes castrenses. Recién en 2011, con la creación del nuevo Ministerio del Interior y de Seguridad Pública, ambas policías volvieron oﬁcialmente al alero de Interior, aunque en los hechos, tanto la PICH como Carabineros comenzaron a responder a la cartera de Interior para asuntos operativos a partir de 1990. 




			Los diecisiete escoltas policiales10 permanecieron en La Moneda el 11 de septiembre, y cuando ya todo estaba perdido y el mandatario yacía muerto en un sillón del Salón Independencia, se rindieron junto a quienes optaron por quedarse y defender al gobierno constitucional. 




			Veintiún años después, en 1994, un joven detective, Abel Lizama, sería el encargado de investigar policialmente lo sucedido en el palacio presidencial esa mañana. 




			Los más de cuarenta hombres que habían resistido en La Moneda terminaron detenidos en el regimiento Tacna. Sin embargo, a diferencia de los demás prisioneros de La Moneda, que sufrieron largas detenciones, la tortura, el exilio o la muerte y la desaparición, los detectives fueron liberados al día siguiente y devueltos al cuartel general, salvo su jefe, Juan Seoane. 




			Fueron recibidos por el nuevo director, el general Baeza. Él les dijo que en otras circunstancias serían merecedores de una medalla al valor por el ﬁel cumplimiento de su deber, pero como el viento soplaba en la otra dirección, el gesto de quedarse en el palacio presidencial era considerado un acto de resistencia a la Junta Militar. 




			«Por este motivo, tenía la obligación de notiﬁcarnos que “no aceptaría ninguna tibieza política” y aﬁrmó que la transgresión a sus órdenes conllevaría al inmediato fusilamiento, como medida ejemplarizadora para el resto del personal», recuerda Henríquez.11 




			Al inspector Seoane lo retuvieron un día más para interrogarlo y luego quedó suspendido de su institución. Fue dado de baja una semana después, el 18 de septiembre, el día en que cumplía 44 años. Él asumió toda la responsabilidad por la decisión de sus hombres de permanecer en el palacio presidencial. Llevaba veinte años de servicio.12 




			 




			LA POLICÍA CIENTÍFICA 




			 




			Desde su fundación en 1933 que la policía civil brindaba protección y servicio de escolta al presidente de turno. Ese año, el presidente Arturo Alessandri Palma creó el nuevo Servicio de Investigaciones y de Identiﬁcaciones y Pasaportes,13 separándolo de su institución madre, Carabineros de Chile. 




			Este nuevo organismo era continuador de la antiguas Secciones de Seguridad de las Policías Fiscales, que desde 1864 eran las encargadas de llevar a cabo las diligencias judiciales y dirigir investigaciones criminales. Mientras, el Cuerpo de Carabineros —sucesor del Regimiento de Gendarmes del Ejército creado a inicios del siglo xx para la vigilancia rural—, las Policías Comunales y las Policías Fiscales, se preocupaban de la prevención y el orden público. 




			En 1925 se comenzaron a uniﬁcar todos estos servicios policiales y quedaron bajo el paraguas del Cuerpo de Carabineros, con sede en Santiago. En 1927 el presidente Carlos Ibáñez del Campo decretó la fusión de todos ellos en una sola institución: Carabineros de Chile. 




			Pero la Sección de Seguridad de las Policías Fiscales —activas principalmente en Valparaíso y Santiago— ya había adquirido una identidad propia, una formación técnica y un sello distintivo, diferente al militarizado Cuerpo de Carabineros. Mientras los otros policías se dedicaban al patrullaje, la vigilancia y la prevención, los agentes de la Sección de Seguridad andaban de civil y su medio natural estaba no solo en la calle, sino también en la burocracia judicial con la que trabajaba estrechamente. Ya comenzaban a llamarse a sí mismos «detectives».14 




			Fue la Sección de Seguridad de la Policía Fiscal de Santiago la que a ﬁnes del siglo xix armó un sistema de ﬁliación criminal basándose en el modelo argentino, montó una oﬁcina de identiﬁcación y creó un archivo dactiloscópico. Luego, en 1909, la Policía Fiscal abrió las puertas de una nueva Escuela Policial, poniendo acento en la formación cientíﬁco-técnica de sus «agentes de pesquisas»; a esto le siguió, diez años más tarde, la creación del Instituto Nacional de Criminología,15 y en 1925, la Escuela de Agentes. 




			Un año después de la fusión de todas las policías, el desarrollo de lo que pronto sería el Servicio de Investigaciones siguió una rápida marcha. Se estableció una Prefectura única en Santiago que deﬁnió tres áreas de trabajo: la Policía Judicial de Investigaciones, la Policía Preventiva de Investigaciones, y la Policía de Investigaciones Internacional y Político-Social e Informaciones. Este tercer ámbito, que se fortalecería en los años siguientes, comprendía el espionaje externo y el interno: la vigilancia a los partidos políticos, sindicatos, gremios y «tendencias ideológicas o revolucionarias». 




			Respondiendo directamente al Ejecutivo a través del Ministerio del Interior, este germen de lo que llegaría a ser la «Policía Política» terminó sirviendo a los intereses políticos del gobierno de turno. No solo se dedicó al espionaje, la vigilancia y a la persecución de brotes de subversión, sino que también allanó, hostigó y censuró a medios de comunicación críticos de la gestión gubernamental, incluso incautando ejemplares de diarios.16 




			Luego de la uniﬁcación de las policías bajo Carabineros de Chile, un puñado de agentes, pioneros en la criminalística cientíﬁca en Chile, fue enviado en comisión de estudios para capacitarse con la Policía Judicial de Francia. Después tomaron cursos adicionales de Policía Técnica y Cientíﬁca y clases sobre medicina legal en La Sorbonne. Pasaron algunos meses en los Laboratorios Cientíﬁcos de Bayle y luego acompañando a la Policía Judicial de París en terreno. Más tarde, por separado, continuaron asimilando experiencias policiales en otros países de Europa y en Estados Unidos.17 




			A la larga, la policía civil se distinguiría de la policía uniformada por su método cientíﬁco de investigación criminal y la impronta del modelo policial francés. Ya en la década de 1870, el intendente de Santiago, Benjamín Vicuña Mackenna, había propuesto que la policía chilena siguiera el modelo del agent de la sûreté francés. 




			«La Policía de Investigaciones nace como una copia de la policía francesa; incluso utilizaba los mismos grados: commissaire, préfet, inspecteur, détective», señala José Miranda Alderete, quien llegó al Departamento V de la PICH en 1990. «Después, en las décadas del cuarenta y cincuenta, se mandaron detectives a capacitar a Scotland Yard y al FBI». 




			La unión de las policías duró solo seis años. «Para muchos miembros de la Sección de Seguridad la fusión de 1927 signiﬁcaba la disolución de su identidad y una confusion orgánica. Estos y otros factores imponderables engendraron incomprensiones, desacuerdos y ﬁnalmente discordias y rivalidades», escriben Roberto Hernández y Jule Salazar en su investigación sobre la historia de la PICH, De la policía secreta a la policía cientíﬁca.18 




			Tanto el Servicio de Investigaciones como Carabineros de Chile quedaron subordinados al Ministerio del Interior hasta 1974. A ratos, la herida de esta amputación a Carabineros parece no haber sanado nunca. 




			La experiencia de la Sección de Seguridad de la Policía Fiscal y la del Servicio de Policía Secreta —creado en el siglo xix inicialmente para combatir el contrabando en trenes en las provincias de Santiago, Valparaíso y Aconcagua—, la formación cientíﬁco-técnica y el caudaloso archivo policial fueron traspasados al nuevo Servicio de Investigaciones. 




			En 1933 el presidente Alessandri separó para siempre a la policía civil de Carabineros. Siguió una rápida expansión territorial y desarrollo institucional, incluyendo la creación del Departamento Criminológico, el Laboratorio de Policía Técnica19 y la Escuela Técnica de Investigaciones, que desde 1982 se llama Escuela de Investigaciones Policiales «Presidente Arturo Alessandri Palma». 




			En la década de 1940 se crearon la Brigada Preventiva Móvil y la primera unidad especializada, la Brigada de Homicidios, y la Policía de Investigaciones se incorporó a la Interpol. Durante la Segunda Guerra Mundial, luego de descubrir grupos nacionalsocialistas en el sur de Chile, la PICH creó un pequeño y secreto equipo de oﬁciales: la Sección Conﬁdencial Internacional (SCI) de la PICH, conocida como el «Departamento 50», porque ese era el número de su anexo telefónico. El equipo se dedicó a investigar y desbaratar las redes del nazismo en Chile, en coordinación con agentes de una unidad especial del FBI estadounidense20 que investigaba los nexos nazis en la región.21 




			 




			LOS «GUATONES DE LA PP» 




			 




			Los oﬁciales de la Policía Política, popularmente llamados los «guatones de la PP», desplegaron ampliamente sus funciones en los albores de la Guerra Fría. La PP tomó protagonismo durante el gobierno del radical Gabriel González Videla, particularmente a propósito de la Ley de Defensa de la Democracia en 1948, o «Ley Maldita», que proscribió al Partido Comunista y desencadenó su persecución. Esta unidad policial se abocaría en las décadas que siguieron a la vigilancia política, gremial y social. 




			Según Juan Seoane, quien se integró a la PP en 1971 durante el gobierno de Allende, sus funcionarios eran «mayoritariamente apolíticos». Asegura que se han construido muchos mitos en torno a su quehacer, que deﬁne como principalmente el análisis de información desde fuentes abiertas e institucionales, como los medios de comunicación, el Gabinete Central de Identiﬁcación, la Inspección del Trabajo y el Boletín Comercial. 




			 




			Si consideramos que estos antecedentes se estaban recopilando desde los años treinta —señaló Seoane en su autobiografía—, la Policía Política tenía un cuadro signiﬁcativamente importante y claro con respecto de lo que estaba pasando en el país, cuáles eran las tendencias y hacia dónde se iba. Otras de sus funciones eran la investigación conﬁdencial de hechos que tuvieran connotación política, la central de escuchas telefónicas y de algunos fugaces seguimientos que se pudiesen realizar y a los que les doy poca connotación dado que el trabajo de seguimiento era carísimo […]. En cambio, interceptar un teléfono es muy fácil, máxime si se tiene un control sobre la compañía de teléfonos, porque entonces es cuestión de poner un chip en tu número de teléfono y pasa a estar controlado […]. El senador Salvador Allende tenía carpetas y carpetas y un archivador entero con antecedentes de él y actividades que había realizado.22 




			 




			Aunque no se perteneciera al equipo ﬁjo de la Policía Política,a muchos detectives les tocó estar un tiempo en comisión de servicio en ella. En los años sesenta, por ejemplo, recuerda Seoane, «me tocó estar como veinte días haciendo turno en la casa de Elías Lafertte, que había sido jefe del Partido Comunista y había fallecido tiempo atrás. Se investigaba a sus hijos».23 




			El archivo de los «guatones de la PP» sobre las actividades de militantes políticos, organizaciones de izquierda, sindicatos y dirigentes sociales, entre muchos otros, estaría a disposición de interrogadores, torturadores, agentes de la DINA y la CNI y oﬁciales del régimen durante la dictadura militar. 




			En ese tiempo, explica Miguel Reinoso Villalón, quien fue funcionario administrativo de esta unidad, «llegaban oﬁcios de la DINA y de otros servicios de inteligencia, como de la Armada o Carabineros, pidiendo antecedentes de personas». 




			«Teníamos una sección de archivo conﬁdencial que entregaba un informe sobre la persona que estaban solicitando. Ese archivo era grande. Los oﬁciales de Depinﬁ también se colaban en lugares a escuchar lo que decía la gente del gobierno militar, se inﬁltraban en reuniones estudiantiles, sindicales, políticas, etcétera. Tenía oﬁciales agregados en la DINA y algunos en la DINE», asegura. 




			Años después, el ex director de la PICH Horacio Toro aﬁrmó que la información producida por las unidades de inteligencia política de la Policía de Investigaciones quedó en manos de la DINA o de la CNI.24 




			 




			HIJO DE VIEJO SOCIALISTA 




			 




			Después del golpe de Estado de 1973, la mayoría de los detectives de La Moneda siguió en la institución, pero quedaron en el limbo, esperando una resolución respecto de su futuro laboral, profesional, proyecto de vida.25 




			La nueva dirección de la Policía de Investigaciones quería darlos de baja, pero no encontraba la razón administrativa para hacerlo. Armaron algo parecido a un consejo de guerra ante una ﬁscalía militar, acusándolos de resistencia armada. Sin embargo, no se les podía acusar de no cumplir con sus deberes porque era justamente lo que habían hecho ese 11 de septiembre. 




			Entonces les quitaron sus armas y estuvieron algunas semanas prácticamente dando vueltas sin hacer nada más que ﬁrmar el cuaderno de asistencia. 




			Un día, cuando Luis Henríquez y David Garrido se sentaban a almorzar en el casino del cuartel, unos oﬁciales de la Brigada de Homicidios se retiraron de su lado, comentando entre risas que los detectives «tenían olor a cadáver».26 




			A comienzos de octubre los devolvieron a sus unidades de origen. Henríquez y Garrido regresaron a la Subprefectura Móvil, sin sus armas reglamentarias. De noche, patrullando por la ciudad, debían informar a la central sobre los cuerpos baleados que encontraran. 




			Por el hecho de haber sido parte de la escolta presidencial de Allende y de Fidel Castro y haberse quedado en La Moneda el 11 de septiembre, Luis Henríquez era visto como un hombre de izquierda dentro de la institución. La verdad es que no era un hombre muy político. Pero su padre era un viejo socialista que trabajó para las campañas de Allende. 




			«Él era comerciante y de teoría no tenía nada, aunque sí leía los diarios. Era socialista porque, supongo, había que ser socialista. Lo detuvieron en 1947 para el tiempo de Gabriel González Videla. Yo no hubiera podido entrar a Investigaciones si no hubiera sido porque la tarjeta que tenía por esa detención por alguna razón, cuando yo postulé, se había perdido», recuerda Henríquez. 




			Del hogar familiar en Melipilla, ingresó a la Escuela de Investigaciones en los años sesenta, en la época del presidente democratacristiano Eduardo Frei Montalva, recomendado por el gobernador de ese partido Carlos Avilés. Henríquez era el mayor de cinco hermanos y su familia pasaba por aprietos económicos. Su tío Luis era oﬁcial de la PICH y lo fascinaba con sus historias detectivescas. No obstante, el tío le aconsejaba no seguir su ejemplo; era un trabajo muy duro y la paga poca. Pero para Henríquez signiﬁcaba no solo la posibilidad de aportar al presupuesto familiar, sino también de embarcarse en una carrera que le apasionaba. 




			Luego del 11 de septiembre, su padre fue detenido y fue a parar a la comisaría local. La casa fue allanada y carabineros hizo alrededor de «quinientos hoyos, buscando armas que no existían», cuenta Henríquez. 




			«El ayudante del prefecto Julio Rada, que era un melipillano, Pedro Carrasco, cuando supo que mi viejo estaba detenido llamó al mayor de Carabineros, que lo conocía, y le dijo que era mi padre y que yo estaba trabajando en la institución. Y lo dejaron libre. Ese era todo mi vínculo con la izquierda», explica. 




			Henríquez pasó por distintas unidades con el estigma de «detective de La Moneda». No le daban responsabilidades en situaciones operativas sensibles. «Para mí siempre era todo más difícil, más complicado. Pero a la DINA o CNI no me iban a mandar nunca, por suerte», dice. 




			El general Baeza pronto disolvió la Subprefectura Móvil, por lo que Henríquez y Garrido fueron trasladados a la unidad menos política que había: la Brigada Investigadora de Delitos Sexuales. Varios otros detectives que habían estado en La Moneda también terminaron investigando delitos sexuales.27 Escuchaban rumores sobre la suerte de los prisioneros de La Moneda, pero consultar era inútil. 




			«Cuando tratábamos de averiguar algo, nos decían:“Usted, calladito”», dice Henríquez. Años después se enteró de las ejecuciones en terrenos del Ejército en Peldehue.28 




			Tampoco se investigaban realmente los crímenes políticos. «La jefatura no nos entregaba una instrucción tajante de que no había que investigar algún caso, pero implícitamente nos decían que no nos metiéramos en problemas. Usted no puede avanzar más allá porque se encontrará con una muralla, nos decían. Y siempre me decían a mí: “Y usted menos que nadie. No se olvide que está en observación; cualquier pregunta nos generará un conﬂicto”», dice Henríquez. 




			En 1977 Luis Henríquez fue destinado a la Octava Comisaría policial de Ñuñoa, donde se abocó de lleno a investigar «los casos de gente humilde, del que le roban una cocinilla, una frazada, un televisor en blanco y negro»; los casos, dice, que a nadie le importaban. 




			«Me iba haciendo mi propio espacio en esa unidad, y mi propio prestigio, no como un iluminado, sino como un detective trabajador, como un gallo que trabajaba desde la mañana a la noche», señala. 




			Fue en esos años cuando entabló amistad con el futuro alcalde Pedro Sabat, quien era entonces director de tránsito de la municipalidad. Décadas después, en democracia y cuando pasó a retiro tras la salida de Nelson Mery en 2003, Sabat le ofreció trabajo como asesor de seguridad. 




			Durante ocho años, al interior de la Octava Comisaría, Henríquez formó a su semejanza a muchos nuevos egresados de la Escuela de Investigaciones. «Esos son los detectives que yo llevé después a Asuntos Internos», dice. 




			Diez años después del golpe militar, en 1983, Luis Henríquez se dio cuenta de que lo habían sacado del radar de la sospecha política al interior de la PICH. Sucedió durante el aniversario número 50 de la policía civil. En la ceremonia le entregaron un premio por la mejor labor policial de la Región Metropolitana. Recibió una distinción, un reloj Seiko y la conﬁanza de sus colegas y superiores. 




			En 1986, el entonces director de la PICH, el general Paredes, lo mandó a La Serena, y al poco andar se convirtió en jefe de la comisaría de Coquimbo. Ya era subcomisario y tenía veintiún años de servicio cuando en septiembre de 1990 lo llamó un viejo colega con quien había vivido el 11 de septiembre en La Moneda. 




			—Luis, habla Douglas Gallegos. Te informo que estás destinado a Santiago —le anunció. 




			—Ya, perfecto —le contestó. Henríquez suponía que se trataba del plan anual de destinaciones, y que en diciembre se trasladaría a la capital. Luego de cuatro años en el norte, tenía ganas de volver a Santiago. 




			—Tienes que estar acá mañana. Es una orden. 




			El nuevo director general, Horacio Toro, había nombrado a Gallegos Inspector General, uno de los más altos cargos de conﬁanza de la PICH, y otro «detective de La Moneda» fue designado jefe del Departamento V de Asuntos Internos: José Sotomayor. Después del golpe militar, Sotomayor había regresado a la Tercera Comisaría Judicial del sector norte de Santiago y algunos años después fue secretario de estudios y ayudante de la subdirección de la Escuela de Investigaciones. Pasó siete años en la Brigada Investigadora de Delitos Sexuales antes de tomar el curso para comisarios, de dos años. Recién egresado de ese curso, asumió la jefatura del Departamento V. 




			Ahora necesitaban formar un equipo que se dedicara al problema de la corrupción y la disciplina interna de la institución y Henríquez calzaba en el perﬁl. 




			«Luis Henríquez llegó dentro de un grupo de oﬁciales que fueron recomendados para asumir cargos en el Departamento V luego de un proceso de búsqueda y análisis de información», aﬁrma el abogado Jorge Morales Alliende, ex asesor de los directores Toro y Mery. 




			«Sotomayor y Henríquez eran los dos “ﬁjos” de esa nueva estructura. La dirección tomó esa determinación. Henríquez tenía el perﬁl de un oﬁcial competente profesionalmente y conﬁable, de acuerdo a la doctrina institucional que se estaba deﬁniendo», agregó. 




			El traslado a Santiago era «para ayer». Esa misma tarde Henríquez hizo el acta de entrega de la unidad policial de Coquimbo, armó un bolso y viajó a la capital para presentarse en Asuntos Internos a primera hora de la mañana siguiente. Su familia se quedó en La Serena y fueron las primeras víctimas de amenazas cuando al ﬁnalizar el año 1990, y luego de investigar coimas y drogas al interior de la policía, Henríquez se volcó a las primeras diligencias relacionadas a casos de derechos humanos. 




			Estando en La Serena, la esposa de Henríquez, también oﬁcial de la Policía de Investigaciones, lo llamó por teléfono. Lloraba. La trabajadora del hogar había recibido una llamada —a la línea telefónica reservada de la casa— avisando que Henríquez acababa de fallecer en un accidente de tránsito en Santiago. Al mes siguiente apedrearon la casa de noche. 




			«Eso sucedió apenas los ex CNI del Regimiento Arica en La Serena se interiorizaron de que yo estaba investigando casos de derechos humanos. Así que apuramos el traslado de la familia a Santiago», aﬁrma Henríquez. 




			Fueron las primeras acciones intimidatorias en reacción a las incipientes investigaciones de casos de derechos humanos en los noventa. Habría muchas más, y por años, en contra de Henríquez y el selecto grupo de detectives dedicados a ellas, tanto del Departamento V como de la Brigada de Homicidios. 
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